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Salón de las Américas - OEA

RESUMEN DE PRESENTACIONES DE LAS COALICIONES DE SOCIEDAD CIVIL Y DE LOS ACTORES SOCIALES 

1. Coalición por el Establecimiento de la Carta Ambiental 
Señor Secretario General de la OEA, representantes permanentes y delegaciones de los países en esta 48 asamblea general de la OEA, a los compañeros y compañeras de la organizaciones de la sociedad civil, pueblos y naciones indígenas, actores sociales y a todos los asistentes, reciban un saludo fraterno de parte de las organizaciones que conforman esta COALICIÓN POR LA CARTA AMBIENTAL INTERAMERICANA, quienes están presentes en esta actividad, y de los que no pudieron asistir, pero que están conectados con la transmisión en vivo de la OEA. Mi nombre es Gabriela Lara, directora General de la Embajada Mundial de Activistas por la Paz, y tenemos el honor de coordinar esta coalición. 

Todos conocemos la realidad social ambiental de que en los últimos setenta años la humanidad ha crecido aceleradamente, sin control, sobreexplotando los recursos naturales y sobre produciendo desechos de todo tipo, y hoy las naciones están viviendo las desastrosas consecuencias, afectando gravemente a las poblaciones más vulnerables. Las Américas tienen un gran desafío en este tema, porque los problemas ambientales son muy variados y distintos por la misma diversidad de los ecosistemas de los países. 

Por nombrar alguno de ellos tenemos los problemas de deforestación y de mal manejo de tierras y territorios, la contaminación de las aguas, el aire, el suelo y de las áreas costeras y marinas. Y a esto se suma el cambio climático, que está destruyendo los glaciares de nuestro continente. Y lo que afecta a una nación en materia ambiental tiene consecuencias en las naciones vecinas y de todo el continente, y hoy, desde la coalición que representamos, hacemos un fuerte llamado a los Estados y Naciones para que aumenten el compromiso de trabajar unidos en este escenario y hacerle frente al grave problema ambiental del planeta Tierra.

El Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, del 16 de diciembre de 2011, señala que “distintas amenazas ambientales tienen, o tendrán, consecuencias negativas para todos los aspectos de los derechos y el bienestar humano, y debe protegerse el medio ambiente para proteger los derechos humanos y mantener y mejorar el bienestar humano.” 

Lamentablemente, a pesar de los esfuerzos internacionales, estamos observando esta realidad en lo que hoy se conoce como discriminación e intolerancia ambiental, por la situación que viven importantes sectores de la población, afectados por las consecuencias desproporcionadas de la degradación ambiental, y que se traducen en falta de acceso a los servicios públicos básicos, mayor vulnerabilidad en materia de salud y alimentación por la contaminación ambiental, la deforestación y la sobreexplotación de tierras y recursos, y la desigualdad económica por la escases de los recursos para la producción y comercialización de los mismos.

Se une a esto la lucha constante de los pueblos y naciones indígenas de las Américas por el fortalecimiento de sus Derechos, consagrados en instrumentos internacionales como la Declaración de las Naciones Unidas y la Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas, así como los derechos colectivos a sus tierras y territorios, y el derecho a la consulta previa, libre e informada. En ese sentido queremos también queremos destacar fuertemente las crecientes persecuciones políticas, penales y asesinatos que están sufriendo los hermanos indígenas en los últimos meses, por lo que es necesario que los Estados miembros de la OEA implementen las acciones necesarias para proteger los derechos y dignidad humana de los líderes indígenas que elevan su voz por sus pueblos y naciones.

Nuestra responsabilidad como habitantes del planeta Tierra o como la llaman los hermanos de los pueblos y naciones indígenas, como Hijos de la Madre Tierra, es tomar decisiones y acciones políticas ambientales efectivas para FRENAR la destrucción de los sistemas de la Tierra, y educar a las presentes y futuras generaciones sobre los cuidados que debemos tener del único hogar que tenemos.

La efectividad de estas políticas ambientales de los Estados depende en gran parte del funcionamiento y organización de cada uno de ellos, donde es necesaria la visión y consulta perenne con todos los actores sociales, por lo que consideramos que deben ampliar y asegurar los espacios de la participación de la sociedad civil en la vigilancia y el control ciudadano ambiental. 

En la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, de 1992, los Estados de la ONU se comprometieron con diferentes principios, entre los que se destaca el Número 7: “Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra…” 
Este principio, se consagra en los principios de la Carta de la Organización de Estados Americanos (OEA) y de la Carta Social de las Américas, que señalan a los Estados Miembros como países soberanos, democráticos y de carácter participativo, que se comprometen a consolidar los valores primordiales que garanticen un ambiente apto para las generaciones presentes y futuras, y que además establece como uno de sus propósitos el desarrollo integral de sus Estados Miembros a través de la formulación e implementación de los mecanismos, tratados y organismos para consolidarlo.

Sobre estas bases, esta coalición considera que es URGENTE Y NECESARIO concertar un ACUERDO CONTINENTAL que permita fortalecer aún más la integración regional, respetando los derechos humanos y de los demás seres vivos, entre los que se destaca el derecho a tener un ambiente sano, libre de cualquier tipo de contaminación, y ampliando los espacios de participación de la Sociedad Civil, los actores principales y los Pueblos Indígenas en los procesos de consulta y toma de decisiones relacionadas con el tema ambiental en el sistema OEA y en cada nación.

Este acuerdo debe ser un instrumento de principios, valores y acciones ambientales, de acuerdo a las resoluciones emitidas por la ONU y los diferentes convenios, tratados y resoluciones internacionales y regionales, y en el reconocimiento de los derechos, conocimientos y saberes indígenas, y con características éticas y democráticas que orienten las decisiones en materia de gobernanza y justicia ambiental en las Américas, y que esté a la par de los otros instrumentos del sistema interamericano de la OEA.

Esta coalición, integrada por diferentes organizaciones y actores de la sociedad civil, propone hoy en este diálogo con la Asamblea General de la OEA, propone la discusión de un proyecto de CARTA AMBIENTAL INTERAMERICANA, que establezca el compromiso de los Estados miembros de la OEA para la protección, conservación, restauración y uso sostenible de cada uno de sus recursos naturales del planeta Tierra,  reconociendo que es un ser vivo con derechos; y que a través de una educación en principios y valores ambientales fundamentales, esta carta se traduzca en acciones orientadas para fortalecer el desarrollo sostenible de las naciones de las Américas. 

Presentamos entonces la propuesta de promover la discusión de un proyecto de CARTA AMBIENTAL INTERAMERICANA ha estado siendo construida desde el año 2016, con la participación multidisciplinaria de expertos en el tema ambiental y jurídico, de diferentes sectores de la sociedad civil, con aportes directos de los pueblos indígenas, y la cual ya ha estado siendo socializada con las misiones permanentes de la OEA, cancillerías, y otras instituciones gubernamentales para iniciar el proceso de diálogo y concertación de los Estados Americanos, y que alguno de nuestros países asuma el reto de proponer este tema ante el Consejo Permanente y la Asamblea General de la OEA. Una copia de la última versión la están recibiendo en el día de hoy. 

Así también, las organizaciones sociales y ambientales que participan en esta coalición proponen a la OEA ampliar la discusión en materia ambiental, establecer un mecanismo de diálogo interactivo, permanente, consultivo y con instancias vinculantes para esta propuesta y las otras que están ansiosas de ser escuchadas en el marco de esta importante reunión de la sociedad civil y la Asamblea General de la OEA.

En nombre de la Coalición por la Carta Ambiental Interamericana, la Embajada Mundial de Activistas por la Paz le da las gracias por su atención.

2. Coalición por el Desarrollo Humano 

La Coalición para el Desarrollo Humano, provenientes de las 4 subregiones de América, entendemos el desarrollo humano como el conjunto de condiciones internas y externas en cada una de las etapas de la vida, que le permiten al ser humano alcanzar su plena realización. El desarrollo pues, no se refiere solamente a infraestructura material y servicios, sino a derechos humanos, siempre basados en la dignidad de la persona humana, y siendo la razón que sostiene al desarrollo. 

A continuación, les comentamos sobre los documentos objetos de esta 48 Asamblea General de la OEA 2018, donde está ausente un pleno reconocimiento al derecho humano troncal a la vida, al igual que la integridad biológica del ser humano como hombre o mujer:

1.
Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral

2.
Promoción y protección de derechos humanos 

3.
Fortalecimiento de la democracia 

4.
Promoción de la seguridad hemisférica: un enfoque multidimensional 

5.
Migración en las Américas

6.
Plan de acción sobre los derechos de los pueblos indígenas

A.
El derecho humano a la vida desde la concepción hasta la muerte natural 

Entendemos que un adecuado desarrollo humano deberá tomar en cuenta todas las etapas de desarrollo biológico. Sin embargo, nos encontramos con que, actualmente existe una laguna científica y jurídica en la visión sobre el desarrollo humano: su etapa inicial, la gestación del no nacido. Ninguna resolución ni aproximación contempla este primer estado de desarrollo biológico y psicosomático, indisputablemente humano, ininterrumpido y continúo. En el ámbito de la genética, la embriología y la biología molecular, el inicio vital de un miembro de la especie humana está indudablemente ubicado en la fecundación. 

B.
El derecho humano al respeto y reconocimiento de la realidad biológica del ser humano 

El respeto por la integridad de la persona humana incluye su realidad biológica sexual como hombre o mujer, desde el primer instante de su existencia. La ciencia dicta esta verdad. Intentar ignorar esta verdad constituye un acto de deslealtad cometido contra la persona y la sociedad. La justicia solamente se logra cuando actúa dentro de los parámetros de la razón. Jamás será posible ayudar al ser humano a vencer la discriminación real, si se actúa en base a la propaganda y la ideología de género. 

Ante estas dos áreas problemáticas en los documentos objeto de esta honorable Asamblea General de la OEA, nosotros proponemos el reconocimiento de la inherente, inalienable y plena dignidad del ser humano desde su concepción. El simple y real hecho de tratarse de un ser humano, debiera bastarnos para garantizar su adecuado desarrollo biológico íntegro y continuado.

Esto es cimentar el desarrollo humano en el continente América. Por el contrario, oponer por simple postura el derecho humano fundamental a la vida y la integridad, significaría un gravísimo error que desembocaría en una autodestrucción de la persona y la sociedad. 

En conclusión, la protección de la vida y realidad del ser humano es la única manera de sentar las bases de las necesidades y oportunidades futuras de cualquier persona humana. Todas las etapas biológicas en la vida del ser humano dan cuenta de ello. Es evidente que la verdad sobre el ser humano debe ser tomada en cuenta en todas las resoluciones de políticas públicas, con miras a la fundamentación del desarrollo humano de la persona en la sociedad.

3. Coalición Educación y Cultura para la Democracia 

Los factores que garantizan el desarrollo de los pueblos atraviesan por la seguridad jurídica, acceso a servicios de salud y propositivamente a la calidad educativa. En plano imaginario diríamos que en un primer nivel la certeza de los derechos humanos, a la seguridad alimentaria y a un techo digno suponen los mínimos indispensables de cualquier sociedad, pero si queremos impulsar el desarrollo, entonces la certidumbre jurídica, de salud y de educación son el segundo nivel mínimo a qué aspirar. 

Es imprescindible la necesidad de una revisión ciudadana y participativa de la calidad educativa regional, así como de la profundidad y cohesión generada de espacios culturales que los Estados miembros deben priorizan en sus políticas públicas. Estas medidas permitirán generar una cultura de respeto e igualdad frente a las libertades civiles como el derecho de expresión, de asociación, de libertad religiosa, de pensamiento, así como una mayor calidad educativa científica y ajena a ideologías subjetivas, como derecho humano de niñas, niños y adolescentes de la región. 

La relevancia de la educación y la cultura en el continente, tanto en su calidad como en su repercusión en todos los ámbitos críticos de la región, puede detonar un tremendo impacto social especialmente en niños, adolescentes y jóvenes, pero en toda la sociedad, que cada vez tiene menos acceso a estas fuentes de conocimiento que nos permite la exposición de ideas y expresiones culturales. Es urgente revisar los mecanismos en los que los gobiernos asignan recursos a la educación y a la cultura para una adecuada regulación que permita democratizar educación y cultura.

Sigue siendo una premisa que ha falta de educación y cultura los índices delincuenciales se incrementan. Nuestra región es rica en cultura, pero no cuenta con los apoyos necesarios para democratizarla. Y nuestros niveles educativos siguen siendo deficitarios en comparación con países de nuestra propia región y peor aún con países europeos y asiáticos.

Sin duda, la seguridad multidimensional que buscamos implementar en nuestro hemisferio se verá fortalecida en la medida de los esfuerzos que hagamos por la educación y la cultura se cristalicen.

4. Coalición Brasileira 

Secretario General de la OEA - Organización de los Estados Americanos (OEA), Señores Jefes de Delegación, Representantes de las Organizaciones Sociedad civil, señores y señoras Trabajadores, señores y señoras del Sector Privado y de otros Actores sociales.

Queremos hablar de desarrollo para las Américas, y hacer sugerencias de iniciativas y proyectos, pero aprovecho para hablar de un cáncer establecido en tantas naciones americanas que ha frenado el desarrollo y la justicia social de las mismas. Es el motivo de la paralización de mi nación y muchas naciones de las Américas: la corrupción.

No existe desarrollo, no existe justicia social, no hay derechos iguales, mientras no haya una alineación de normas entre nuestras naciones contra la corrupción.

Como yo represento una coalición brasileña no puedo salir de esta Asamblea, sin aprovechar este momento de tanta representatividad, que compone la Organización de los Estados Americanos, sin pedir perdón a cada uno de ustedes por la corrupción en Brasil, principalmente del medio empresarial y político, que ha contribuido también a contaminar otras naciones.

Sin embargo, tenemos que alertar, que hay dos “Cánceres” que comienzan a tomar proporciones mayores y que van a traer una crisis mucho mayor, no sólo a mi nación pero las demás: el cáncer de la devaluación de la vida y la familia. Son dos bases que afectarán estructuralmente a las naciones.

La primera es la legalización del aborto. El aborto no es derecho es un crimen. Cuando el ser humano no valoriza el mayor bien que tiene, que es el de la Vida, principalmente la vida de los demás, perdió todas las raíces de ser humano, que son primordialmente el amor y las relaciones humanas.

Matando a un recién concebido, entregamos en la mano de una sola persona el derecho de elección entre vida y muerte y le quitamos la oportunidad a un ser vivo,  sentenciándolo a la muerte, de un día poder estar como todos nosotros, aquí en esta asamblea, disfrutando de su capacidad intelectual para hablar por su nación. El aborto está provocando el mayor genocidio de las Américas.

El otro cáncer que afecta el desarrollo de las naciones, y es una bomba de retardo, que hoy pensamos que se trata de derecho, pero va a traer una destrucción y una anarquía a la familia. Sí, estamos a favor de la familia y no creemos que el estado pueda sustituirla, pues es en la familia que recibimos el amor fundamental.

La ideología de género sin duda hoy es la más poderosa arma contra la familia.

Estamos a favor de la ideología de género, "Dios creó al hombre y a la mujer.

Esto no es religión, esto es familia. No hay retroceso en defender los derechos de la familia y el derecho a la vida, muy por el contrario, mantenerlos es el mayor avance que una sociedad civilizada puede tener.

Por eso señores delegados, la Coalición Brasileña les solicita, e incluso implora, que en esta Asamblea no se aprueban ninguna directriz que contribuya a encubrir y alentar la corrupción;

Que contribuya a la legalización del aborto; y que atente contra la familia en su estado natural formada por un hombre, una mujer y sus hijos.

Estamos a favor del desarrollo de todas las naciones para que tengamos justicia social, pero no creemos en el desarrollo sin la valorización del derecho a la vida ya la familia. Gracias.
5. Coalición Congreso Evangélico Iberoamericano 

Como coalición Evangélica Iberoamericana, haciendo histórica presencia el día de hoy en la Asamblea General de la OEA, manifestamos nuestra preocupación por algunas cuestiones al enfoque y los retos de la seguridad multidimensional en el hemisferio. Reafirmamos y respaldados el numeral 9 de la Resolución “Promoción de la Seguridad Hemisférica: un Enfoque Multidimensional¨, y con él nosotros también alentamos a la Secretaria General a que, a través de la Secretaria de Seguridad Multidimensional, considere un mayor fortalecimiento de la cooperación policial en materias tales como técnica, científica y educativa, mediante la Red Interamericana de Desarrollo y Profesionalización Policial, y la implementación del Acuerdo Marco de Cooperación Interinstitucional suscrito entre la Secretaria general de la OEA y la Comunidad de Policías de América (AMERIPOL).
Lo anterior es extremadamente necesario para resolver problemáticas que también se relacionan con los derechos humanos más fundamentales. Situaciones como la proliferación en el Continente de paraísos legales para la subrogación materna o renta de vientres, en condiciones de semiesclavitud y esclavitud para las mujeres y para los no nacidos, dejan entrever una de las razones de desinterés en la cooperación técnica científica y educativa en la región: intereses económicos detrás de las fachadas de supuestas consideraciones legales subyacentes a la subrogación materna. Al igual que en el tema de los protocolos para la atención de las mujeres víctimas de violencia sexual, lo que hay detrás no es una preocupación real por los derechos humanos de las víctimas, sino de una red intergubernamental público-privada de cooperación para la oferta de servicios (en el caso de la subrogación materna) o productos (en el caso de los aspiradores y cánulas generados por los protocolos) que hacen de los derechos humanos una transacción, entre quienes deberían defenderlos y quienes se benefician de ellos. Más lamentable aun cuando la legitimación de estas prebendas se han desde el podio en el que, aparentemente denuncian. 

Combatir hasta exterminar cualquier forma de explotación o esclavitud disfrazada nos obliga a trabajar arduamente para detectar y atacar, pues, el turismo de subrogación materna y las rutas o “paraísos legales” del tráfico de vientres, a través de la sinergia real y la participación directa e integrada en los cuerpos de inteligencia y cooperación internacional, de civiles expertos en la materia, activistas de derechos humanos y sobre todo, policía científica con plataformas efectivas de cooperación técnica e informativa acerca de los focos de crisis y atención. 

El derecho a la libertad es el numen primario de todo ser humano que cubre todo el espectro de conductas interpersonales entre ellas preponderantemente las del respeto mutuo y es sin duda la aspiración mínima de la persona. La Seguridad Multidimensional se finca en este concepto en el que se garantiza el respeto al derecho del otro en donde las diferencias se expresas y resuelven de manera pacífica en tribunales y cortes que escuchan a las partes en igualdad de condiciones y se someten a las previsiones de la Ley. El Estado de Derecho fracasa cuando no se ejerce la justicia de manera suficiente y expedita. El desarrollo integral y la prosperidad en el hemisferio, los derechos humanos, la democracia, el estado de derecho y la seguridad hemisférica, dependen de ello.
6. Coalición Pueblos y Naciones Indígenas 

(Extracto del discurso)
Creemos que la OEA puede tomar dos importantes medidas para avanzar en la garantía de los derechos de los pueblos indígenas y la implementación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

En primer lugar, la OEA debería establecer una instancia de monitoreo de cumplimiento de la Declaración por parte de los Estados. 
En segundo lugar, la OEA debería establecer nuevas reglas para asegurar que los Pueblos Indígenas estén representados en sus propias instituciones de toma de decisión, que se le dé un estatus regular y permanente para que participen en la OEA y puedan interactuar de forma directa con los Estados Miembros y otros actores regionales. 
Proponemos que la OEA establezca una entidad de implementación  que responda a grandes problemas o temas afectando a tierras y recursos indígenas y la protección del medio ambiente, así como el bienestar y la auto-gobernanza de los mismos, incluso la salud y seguridad de las mujeres y niños indígenas. Esta instancia deberia: 

1) Producir reportes sobre la implementación de la Declaración y monitorear, responder y apoyar en solucionar situaciones afectando los derechos reconocidos en esta Declaración. 
2) Apoyar a los Estados en cuestiones tales como: catastro, demarcación y titulación de tierras, registro de territorios indígenas y devolución de objetos y restos humanos; 
3) Facilitar el diálogo entre Pueblos Indígenas y estados para solucionar problemas serios; 
4) Investigar y reportar sobre temas importantes, como el derecho de los Pueblos Indígenas a recursos del subsuelo. 
Cual sea la forma y mandato exacto, es esencial que este mecanismo sea desarrollado de la mano con los Pueblos Indígenas. 
7. Coalición Derechos Humanos de las Mujeres 

Según informe de Onumujeres las tasas de feminicidio en la región son las más altas del mundo y es Honduras quien tiene una tasa de feminicidios que está por encima de 10 por cada 100.000 hab.  En el llamado Triángulo Norte Centroamericano 2 de cada 3 mujeres son asesinadas. En 16 países de América Latina y el Caribe se registraron en el 2016 un total de 1.831 asesinatos de mujeres, frente a 1.661 en 2015, lo que deja en evidencia el incremento de los feminicidios en la región. El 38% del total de femicidios son cometidos por sus parejas.

En cuanto a la violencia sexual y doméstica la misma fuente señala que en las Américas el 29,8 % de las mujeres ha sido víctima de violencia por parte de su pareja, y un 10,7 % ha sufrido violencia sexual fuera de la pareja. En el aspecto económico, en Paraguay y Perú, la violencia contra las mujeres tiene un costo aproximado del 2,39 % y 1,2 % del Producto Interno Bruto (PIB), respectivamente. Las cifras en todos los países de la región no muestran la realidad, ya que el sub-registro, la debilidad institucional en la prevención y atención y la impunidad en la judicialización de los responsables, es posible que las cifras sean mayores y mucho más preocupantes. Cada año, decenas de miles de niñas de América Latina y el Caribe, menores de 14 años quedan embarazadas producto de abusos sexuales y son forzadas a continuar con el embarazo y a asumir la maternidad infantil forzada, afectando su salud, educación, vida libre de violencia y segando su proyecto de vida. Esta grave violación a los derechos humanos de las niñas, aún no ha sido visibilizada e incluida en la agenda pública en la región.

Se estima que, en 2017, más de 24 millones de mujeres en edad reproductiva en América Latina y el Caribe tienen una necesidad insatisfecha de anticoncepción moderna . Durante el período 2010–2014, la región tuvo la tasa de embarazos no planeados más alta del mundo: 96 por 1,000 mujeres en edades de 15–44. En la subregión del Caribe, la tasa fue de 116 embarazos no planeados por 1,000 mujeres. Adicionalmente, se estima que cada año ocurren 14 millones de embarazos no planeados en América Latina y el Caribe; de estos, cerca de la mitad (46%) terminan en aborto inseguro. La insuficiente y escasa informacion  y prevencion en relacion a ITS( infecciones de transminicion sexual), la dificultad en el acceso y compra de preservativos femeninos y campos de latex por parte de los estados  impacta de manera desfarobable en lxs cuerpxs y la salud de las mujeres. Sumado  a  las pocas leyes de  identidad de género  en la region y la falta de acceso a la salud de mujeres lesbianas, Bisexuales  y trans. Más del 97% de las mujeres en edad reproductiva en América Latina y el Caribe viven en países con leyes de aborto restrictivas. 

El aborto está totalmente prohibido sin excepciones en 6 países. Otros 9 lo permiten casi exclusivamente para salvar la vida de la mujer, y solo unos pocos ofrecen excepciones limitadas en casos de violación (Brasil, Chile, México y Panamá) y anormalidad fetal grave (Chile, Panamá y casi la mitad de los estados de México). Menos del 3% de las mujeres de la región viven en países en donde el aborto es legal en términos amplios; es decir, donde es permitido ya sea sin restricción en cuanto a razón o por razones socioeconómicas. Transmitimos nuestro apoyo a las compañeras de Argentina, donde en este momento se está debatiendo la legalización de aborto seguro y gratuito.

Según la Cepal Los países de América Latina y el Caribe persisten profundas diferencias entre el número de hijos de las mujeres, dependiendo de su situación socioeconómica, su nivel de educación y su origen étnico. Y resulta preocupante el aumento de los embarazos en las adolescentes de la región por el fuerte impacto que tiene en la educación y las oportunidades de las jóvenes. La propia CIDH (2006)  reconoce que las defensoras y organizaciones que defienden los derechos humanos de las mujeres son víctimas de intimidación sistemática, persecución, secuestro, tortura y abuso sexual, entre otros delitos en relación con su trabajo, así como otras formas de discriminación específicas y de violencia física, psicológica y sexual por razones derivadas de su género. Asesinatos como el de Bertha Cáceres en Honduras  y Marielle Franco en Brasil, a la fecha han quedado impunes.  

Por lo anterior, es imperante que los Estado cumplan con el Consenso de Montevideo suscrito en 2013, para garantizar el acceso universal a los servicios de salud sexual y salud reproductiva. Entre ellas la adopción de medidas para prevenir abortos inseguros, garantizar acceso a métodos anticonceptivos modernos y eficaces y garantizar la no discriminación en razón a la orientación sexual y la identidad de género de las personas, así como también modificar las leyes punitivas del aborto.  

8. Coalición Afrodescendiente de las Américas 

En el marco de la Cuadragésima Octavo Periodo Ordinario de las Sesiones de la Asamblea General de la OEA a realizarse entre el 3 al 5 de junio del 2018 en Washington DC, USA, y reflexionando sobre los cuatro pilares: derechos humanos, democracia, desarrollo integral y seguridad multidimensional, la Coalición Afrodescendiente de las Américas con miembros de diferentes países de la región considera importante:

Destacar que somos un Pueblo diverso, conformado por mujeres, hombres, niñas, niños, adolescentes, jóvenes, adultos mayores, personas con discapacidad, migrantes, apátrida, personas LGBTI, ubicados tanto en las zonas rurales como en las urbanas, y que hablamos diferentes idiomas y lenguas. Como tales hemos aportado a la construccion politica, cultural, economica y democratica de las Americas.

Reafirmamos el lema del Decenio Internacional de los Afrodescendientes: Reconocimiento, Justicia y Desarrollo y la Agenda 2030. Así mismo, Revalidar la importancia del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025) como herramientas necesarias para combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y la intolerancia de la cual es víctima el Pueblo Afrodescendiente de las Américas, pero más importante porque estos plantean lineamientos claves que los Estados deben de generar para un cambio positivo sobre la situación presente y futura del Pueblo Afrodescendiente.

Condenamos el aumento de violencia que viven países tales como Brasil, Colombia, Honduras, Nicaragua y México, donde activistas Afrodescendientes son asesinados(as), perseguidos(das) y amenazados(das) por realizar su labor comunitaria y ser la voz de sus comunidades.

Por tal motivo, continuamos Demandando lo que anteriores Coaliciones Afrodescendientes han exigido, la implementación y sostenibilidad de acciones afirmativas y políticas públicas con asignación de recursos suficientes, creación y fortalecimiento de su institucionalidad con autonomía técnica, financiera y administrativa para la atención al Pueblo Afrodescendiente. Asimismo, exigimos la firma y ratificación de la Convención Interamericana contra el Racismo - Resolución AG/68.

Demandamos a los Estados la creación de un Foro Permanente de los Afrodescendientes en la OEA y demás organismos multilaterales, así como la creación del Fondo de Desarrollo Económico de los Afrodescendientes en estos mismos escenarios. Además de garantizar la representación y participación efectiva en los diversos sistemas de integración de nuestros Estados.

Exhortamos a los Estados a tener un papel más activo en la implementación de los lineamientos dados por Decenio Internacional de los Afrodescendientes: Reconocimiento, Justicia y Desarrollo, la Agenda 2030 y el Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025), así mismo, solicitamos a los diferentes órganos de la OEA para que fomenten al interior de la misma mecanismos más efectivos que con lleven a sus órganos y a los Estados a ser más proactivos en la lucha contra el flagelo del racismo y la discriminación racial.
9. Coalición Estado de Derecho y la Auto Determinación de los Pueblos 

En el marco de esta Asamblea queremos resaltar y celebrar 70 aniversario desde la creación de la OEA y con ello de la creación de la Carta de la OEA. Esta carta que contiene los propósitos sobre los cuales esta organización ha sido fundada. Entre los cuales podemos resaltar la consolidación de la democracia dentro del principio de no intervención, erradicar la pobreza extrema, promover el desarrollo, la solución de problemas políticos, jurídicos y económicos. 

Estos propósitos siempre en respeto de los principios del derecho internacional como son: defender la soberanía e independencia de los países americanos; la promoción y consolidación de la democracia representativa, dentro del respeto al principio de no intervención; y el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados. Los cuales garantizan a la independencia y la autodeterminación de los Estados miembros. 

 Para poder avanzar en las próximas contribuciones que queremos que esta Organización realice, tenemos que volver sobre los cimientos sobre los cuales está erigida la Organización. Bien saben los que se dedican al arte de la construcción que siempre que se quiere hacer una modificación o un agregado a una edificación, corresponde, como primera medida, mirar los planos para que no se corra peligro de derrumbe. 

Hoy en día, lamentablemente, los propósitos y principios que dieron origen a esta noble Organización han quedado en el olvido, y en su lugar se han enfocado los esfuerzos en acciones que no tienen nada que ver con el compromiso de los países adquirieron y que en definitiva no son las prioridades y necesidades que la región está enfrentando. Por ejemplo: 

Bajo el pretexto de la defensa de estos derechos fundamentales, algunos de los órganos de la OEA como lo es la Comisión Interamericana, la CIM, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha debilitado la democracia y menoscabado, el principio de no intervención, al emitir decisiones u opiniones que no están basadas en derecho violentado con ello la estabilidad política, pero sobre todo quebrantando el estado de derecho que debería regir no solo en el sistema, pero en la región. 

Interpretar un tratado consiste en determinar el sentido y alcance de una disposición cuando admite dos o más posibilidades. Cuando la Corte ensancha la letra de la Convención Americana para hacerle decir lo que a ella le gustaría leer, violenta el estado de derecho y la voluntad de los pueblos, pues actúa no como una corte supranacional (cuando su origen es subsidiario) y además como un supra legislador. 

Vemos como de forma constante, la Comisión, la Corte continúan atribuyéndose facultades que no le han sido otorgadas por los Estados, invadiendo la autodeterminación y usurpándole el poder al pueblo 

Este año, que festejamos el septuagésimo aniversario de la OEA, no nos olvidemos de la piedra angular que colocamos hace setenta años. No permitamos que el mismo sistema que crearon y se dieron los Estados sea el que los atropelle. Retomemos el fiel cumplimiento a las obligaciones de los tratados. Retomemos la promoción y consolidación de la democracia representativa, dentro del respeto al principio de no intervención. Retomemos la defensa de la soberanía y de la independencia de nuestros países. 

10. Coalición de Derechos Sexuales y Reproductivos 

Nuestra intervención se enfocará en las obligaciones de los Estados Miembros de respetar, proteger, y garantizar los derechos sexuales y reproductivos de todas las personas, con especial enfoque en las más marginalizadas, para lograr la democracia, el desarrollo sostenible y cumplir con sus obligaciones de tratados regionales e internacionales de derechos humanos, la Agenda 2030 y el Consenso de Montevideo. 

Para que los Estados Miembros respeten, protejan y garanticen los DDSSRR, es necesario acabar con leyes discriminatorias y prohibitivas que criminalizan a las personas basándose en su orientación sexual, identidad o expresión de género, características de sexo, estado de salud, u ocupación.  En particular, es esencial que los Estados miembros:

- Eliminen las prohibiciones legales absolutas y parciales a los servicios de aborto seguro, las cuales son discriminatorias y violan derechos humanos fundamentales de las mujeres.

- Aseguren la disponibilidad de insumos y tecnologías que mejoran la salud sexual y reproductiva, que están basados en evidencias, que reducen de manera significativa la morbimortalidad materna.   

- Tomen medidas urgentes para abatir los altos índices de violencia sexual que sufren las mujeres, con énfasis en adolescentes y niñas menores de 15 años.

- Eliminen las barreras que existen para que las mujeres accedan a servicios seguros y de calidad, tales como la objeción de conciencia, falta de conocimientos técnicos y legales del personal de salud, o la falta de insumos y se incluyan servicios de reproducción asistida.

- Que se eliminen las leyes discriminatorias en todas las Américas, en particular, que los 9 países del Caribe con leyes anti-sodomía anulen estas leyes, en concordancia con el fuerte apoyo para la descriminalización en el comunicado de prensa de abril de la CIDH sobre Trinidad y Tobago; que todos los países revisen y anulen las leyes que criminalizan a las personas que viven con VIH; y que todos revisen y anulen las leyes que criminalizan a lxs trabajadores sexuales

- Creen protocolos y capaciten a las instituciones médico-hospitalarias y a los proveedores de salud que atienden a todxs lxs víctimas de violencia basada en género. 

- Garanticen una educación integral en sexualidad laica, que fomente valores como el respeto o la libertad, basada en la ciencia en todos niveles.

- Soliciten que se desarrollen los indicadores de la feminización de la pobreza que incluya el costo económico que tiene para las niñas como para el Estado los embarazos y las maternidades infantiles forzadas, como lo son los efectos de la falta de acceso a la educación, a una vivienda digna, a un trabajo formal, seguridad social, entre otros.

- Que asignen recursos suficientes para recolectar y analizar datos estadísticos de manera sistemática respecto de la prevalencia y naturaleza de la violencia y la discriminación por prejuicio contra las personas LGBTI, así como toda forma de abuso policial, contra las personas LGBTI, diseñar e implementar políticas y programas para eliminar la estigmatización, los estereotipos y la discriminación contra las personas LGBTI o aquellas percibidas como tales.

- Adopten medidas para abordar las causas subyacentes de la violencia contra las personas trans y aquellas no conformes con el género; asegurar que las personas LGBTIQ tengan acceso igualitario sin discriminación a empleo formal, educación, salud y vivienda así como garantizar que las organizaciones no gubernamentales, actores de la sociedad civil, personas y grupos de apoyo LGBTI participen directamente y sean consultados sistemáticamente e involucrados en los procesos de toma de decisiones relacionados con el desarrollo de legislación, políticas públicas y programas para responder a las violaciones de derechos humanos de las personas LGBTI.

11. Coalición Por la Seguridad de la Mujer 

Queremos comunicar y destacar el denodado trabajo que hacen las mujeres, por su participación en la sociedad y su desarrollo integral como personas, en igualdad con los varones, por su valor y dignidad intrínsecos, que se ve muchas veces opacada en numerosos lugares del mundo.

Deseamos denunciar, algunas formas paradigmáticas de violencia contra la mujer, sobre todo, aquellos modos velados de violencia que suelen ser silenciados. Anhelamos una vida plena, justa y digna, especialmente para aquellas mujeres pobres, marginadas, que no tienen acceso a la salud o a la educación y que a menudo crían solas a sus hijos, atienden a los mayores de la familia y trabajan duramente en medio de enormes dificultades.

La sociedad civil en América se ha dedicado en las últimas décadas al fortalecimiento y reconocimiento de las mujeres. Queremos compartir las experiencias y retos que encontramos en los distintos rincones y realidades del continente. Como coalición continental contamos con la presencia, trabajo y experiencia de organizaciones de: Argentina, Uruguay, México, Chile, Paraguay, Estados Unidos y El Salvador.

Reconocemos el valor y la dignidad de la mujer para la humanidad y para cada país del continente, basado sobre el hecho mismo de ser mujer en el conjunto de las relaciones interpersonales, que de modo diverso estructuran la convivencia y la colaboración entre las personas, hombres y mujeres. En este contexto amplio y diversificado la mujer representa un valor particular como persona humana y, al mismo tiempo, como aquella persona concreta, por el hecho de su femineidad. Esto se refiere a todas y cada una de las mujeres, independientemente del contexto cultural en el que vive cada una.

La dignidad de la mujer o su valor intrínseco como persona humana, no tiene que ver con funcionalidad, su contribución al sector de la vida privada o pública, su productividad, riqueza, cualidades físicas. Ser digno no depende de motivos externos. La dignidad y el valor incalculable de cada persona debe ser la base de cualquier ley, política pública, etc. Esta es la base de la cual partimos para defender la vida, integridad, física y psicológica y demás derechos de la mujer en nuestro Continente Americano.

Hacemos hincapié en el valor incalculable de todas las mujeres que habitan en las américas. Mujeres, solteras, casadas, con hijos, sin hijos, indígenas, con trabajo, en paro, con estudios básicos o que enseñan en las universidades, en la cárcel o dictando sentencias en tribunales no nacidas o en sus días de vejez. En cada situación, la dignidad de cada una de ellas, es la misma.

Reconocemos que la violencia contra la mujer viene de varios frentes en nuestro continente. Consideramos que el enemigo silencioso número uno en América es la impunidad. En América se encuentran 14 de los 25 países del mundo con las tasas más elevadas de asesinatos de mujeres. Y los niveles de impunidad alcanza niveles verdaderamente alarmantes, lo cual tiene como consecuencia la perpetuación de la violencia contra la mujer.

Datos del índice global de impunidad 2017 muestran que Venezuela es el país número uno en impunidad a nivel mundial, seguido por México en el quinto lugar, Perú en séptimo, Brasil en octavo, Nicaragua en Noveno. Este estudio considera la impunidad estructural y funcional en dos ámbitos el de seguridad y el de justicia, así como Derechos Humanos. América es el segundo continente con peor desempeño en materia de derechos humanos. 

En conclusión, para América según los datos de este estudio muestran que hay una disparidad enorme en el sistema de justicia penal, atribuible principalmente a la parte estructural, es decir, el sistema de justicia penal de la región se caracteriza por una carencia de recursos físicos y humanos en la impartición y procuración de justicia que obstaculiza, desde un inicio, el proceso de delito-castigo, a lo cual se suman los altos niveles de violación a la integridad de las personas.

Según datos de la Organización Mundial de la Salud en 2013 el 30% de las mujeres del

continente americano ha sufrido violencia física o sexual de su compañero sentimental.

La ONU ha encontrado en sus datos que menos del 40% de las mujeres que sufren violencia buscan algún tipo de ayuda y de ese porcentaje menos del 10% acude a las autoridades policiales. Con estas cifras podemos ver la consecuencia gravísima de la impunidad, las mujeres en general no confían en las autoridades, no hay consecuencias para los perpetuadores y se continúan con el ciclo de violencia. Alrededor de 60,000 mujeres son asesinadas al año en América Latina.

En México según los datos de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, ENDIREH 2006 que tuvo como muestra a 83,156 mujeres. Las mujeres de 15 años o más que han sufrido violencia física causada por su pareja en los últimos doce meses: en cohabitación libre fue de 14.5% en comparación con 7.9% de las mujeres casadas civil y religiosamente.

Es importante considerar la información arrojada por diferentes estudios de estadística seria para poder identificar de manera más clara y mejor las circunstancias, y ambientes que propician la violencia contra la mujer en nuestro Continente Americano.

Reconocemos el valor del trabajo y la aportación de la mujer en el cuidado de los hijos, los ancianos, y los necesitados. Este trabajo invisible que llevan a cabo las mujeres en todo el mundo. Las mujeres que sin parar están al pendiente de las necesidades de la familia Exhortamos a las madres que también enseñen a sus hijos varones los trabajos domésticos. Queremos que, así como la mujer se ha incorporado de manera exitosa al campo laboral lo hagan también los hombres en el hogar.

La mujer ha tenido un papel importantísimo en la reducción de la pobreza en nuestra región. Según el Banco Mundial, sin el trabajo de las mujeres la pobreza extrema en el 2010 hubiera sido un 30% más alta. La mujer cada vez más asume un rol protagónico en la economía, sin dejar de lado su naturaleza de madre. En la última década se puede observar una mayor participación de las mujeres en la gestión pública para la promoción y defensa de sus derechos fundamentales y reivindicaciones.

Reconocemos la labor de las organizaciones de la sociedad civil que trabajan por la mujer en la mayoría de los ámbitos en que la mujer es violentada en nuestro continente. En las últimas décadas hemos visto el nacimiento de organizaciones de mujeres que cuidan a las mujeres en estado vulnerable. En toda América las mujeres nos hemos levantado y estamos conscientes de la importancia de nuestro papel en la sociedad para alcanzar la seguridad física y emocional de todas las mujeres.

Es vital para que la mujer pueda seguir desarrollándose en nuestro Continente que tenga acceso a seguridad física y emocional en todos los ámbitos: hogar, trabajo, transporte, escuela, esparcimiento. Como ya revisamos al principio de nuestra intervención el panorama en nuestro continente es bastante desolador. La mujer atraviesa obstáculos todos los días para vivir una vida segura, sin violencia.

Exhortamos a todos los representantes presentes a que consideren el importante papel que tienen sus gobiernos nacionales para impulsar leyes, políticas públicas y aplicar las sanciones necesarias a quienes no respeten el valor incalculable de cada mujer. La impunidad en nuestro continente es el enemigo número uno para que se logre un verdadero avance en materia de seguridad.

Las mujeres americanas ya están aportando todo lo necesario desde sus roles particulares, para lograr un continente más seguro para todos. Pedimos que se haga hincapié en la necesidad urgente de avanzar en todos nuestros países agendas que tengan como prioridad real, la protección de la integridad personal de las mujeres. Exhortamos a que los hombres se unan a la causa de la protección y seguridad de las mujeres y sean agentes de cambio para que esto se logre.

Es imprescindible el fortalecimiento de las instituciones a nivel local, que se tomen de manera seria las denuncias presentadas por mujeres, que se lleven a cabo investigaciones periciales de manera profesional y con respeto a la dignidad de la mujer.

Pedimos el apoyo y reconocimiento a las organizaciones de mujeres que trabajan de manera incansable por el mejoramiento de las condiciones de las mujeres en todo el continente. El de día hoy representamos a organizaciones que trabajan en favor de la mujer en norte, centro y sur América.

Agradecemos el espacio brindado para compartir con ustedes este tema prioritario para el desarrollo del continente. Continuaremos con nuestro trabajo a favor de las mujeres más vulnerables, el fortalecimiento del rol de la mujer en todos los ámbitos y el alcance a una vida plena para todas las mujeres de América.
12. Coalición La Evolución Democrática y los Organismos de Integración Regional 

El continente americano ha transitado durante las últimas décadas por importantes procesos políticos que han transformado la estructura y la vida social de las naciones. La lucha por los derechos humanos y por la profundización de la democracia se ha expandido por toda la región. Los esfuerzos por la integración internacional, y por la construcción de organismos que brinden garantías políticas y sociales a los Pueblos, ha hecho necesaria la evolución de los Estados. Sin embargo, es necesario que los organismos internacionales potencien la transformación de sus estructuras y principios de acuerdo al avance de los Pueblos.

Grandes cambios históricos se han suscitado en el continente desde la fundación de la Organización de Estados Americanos hace setenta años (1948), en Bogotá, Colombia. Si bien los principios de integración internacional y protección a la democracia y a la voluntad de los pueblos tienen plena vigencia en el contexto actual, es necesario hacer una revisión de la metodología que acompañe su ejecución. Buena parte de las sociedades americanas han experimentado novedosas formas de participación política. Muchas veces, estas experiencias trascienden los límites de la representación y generan escenarios de participación protagónica y de toma de decisión colectiva. Por ello, la Organización de Estados Americanos está llamada a ser reflejo de estos cambios que propician procesos democráticos más amplios y profundos.

En el marco de este proceso histórico, en la OEA desde hace décadas ha sido reconocida la relación interdependiente entre derechos humanos, democracia, paz y seguridad multidimensional. Sin embargo, el tránsito hacia un nuevo modelo de seguridad multidimensional sigue siendo más una aspiración que un objetivo alcanzado. La consolidación de los esfuerzos regionales para lograr que la seguridad hemisférica responda a estándares de derechos humanos, democracia y paz ha sido un factor clave para superar los viejos modelos de seguridad nacional que desarrollaron las dictaduras que plagaron nuestro continente, caracterizadas por las violaciones masivas a los derechos humanos, la aniquilación y tortura de la disidencia política y la imposición de modelos económicos que generaron exclusión social y pobreza.

La declaratoria de América como un territorio de Paz sigue constituyendo un anhelo de nuestros Pueblos. En nuestro continente continuamos bajo los riesgos generados por la inversión desmesurada en presupuestos militares, la carrera armamentista y, sobre todo, por doctrinas y prácticas militares contrarias a los derechos humanos y la democracia. Más recientemente hemos observado con profunda preocupación como nuestros Estados se alejan del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca para acercarse a alianzas militares de Estados del Norte, responsables directas en la ejecución arbitraria y en abierta violación del derecho internacional de acciones militares, guerras e invasiones a países del Sur. También somos testigos de Estados que han vuelto a modelos de desarrollo ya superados que generan exclusión, a través de la drástica reducción del presupuesto público en inversión social, políticas agresivas de privatización de los servicios públicos esenciales, el incremento estridente de sus deudas públicas internacionales y la sujeción de sus decisiones soberanas a los requerimientos de los organismos financieros internacionales. Resulta innegable que estas tendencias en nuestro continente generan un efecto negativo sobre derechos humanos, pero también tienen un impacto sobre la legitimidad democrática, el incremento de la conflictividad social y, sobre todo, con el propósito de avanzar hacia una seguridad integral.
Finalmente, deseamos llamar la atención sobre cierta tendencia que vuelve a modelos ya superados de diplomacia coercitiva, acentuando el unilateralismo y despreciando los espacios colectivos y democráticos de integración regional para la solución pacífica de controversias entre los Estados. Esta tendencia se aleja de la Carta de la OEA y supone olvidar el largo camino avanzado por la comunidad internacional para asegurar la paz estable y la seguridad multidimensional.

Ante estas realidades, en consonancia con los objetivos del desarrollo sostenible, específicamente el referido a la Paz, Justicia e instituciones sólidas, resulta un imperativo ético trabajar por lograr estabilidad de los Estados y el ejercicio pleno de los derechos de todas las personas. En este sentido el fortalecimiento institucional contribuye de manera más eficiente en la protección de los derechos que la acumulación de poderío bélico. La participación de organizaciones de la sociedad civil en el en mecanismos de resolución pacífica de conflictos, a través de la cooperación en la región, son necesarios para dirimir aspectos intrarregionales sin necesidad de acciones unilaterales que comprometan el logro de objetivos comunes.

Vista estas realidades, la coalición propone:

· Reiterar la relación de interdependencia e indivisibilidad entre derechos humanos, democracia, paz y seguridad multidimensional como eje axiológico transversal en la organización y funcionamiento de la OEA.

· Acompañar todas las acciones que reivindiquen a nuestro continente como un territorio de Paz.

· Continuar desarrollando estrategias para impulsar la evolución y profundización democrática, que permita alcanzar la inclusión efectiva de los sectores en condiciones de vulnerabilidad, especialmente frente a proceso políticos que vuelven a modelos socio-económicos superados que generan exclusión social, pobreza, conflictividad y violaciones a los derechos humanos.

· Ampliar la participación y toma de decisión de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en la OEA, particularmente para reforzar la relación entre derechos humanos, democracia, paz y seguridad multidimensional.

· Generar una instancia organizativa definida y constituida por las organizaciones de la sociedad civil, que permita construir sus propias metodologías y normativas de trabajo.
13. Coalición de Lesbianas, Gays, Bisexuales, Travestis, Transexuales, Transgénero e Intersex de las Américas

Señor Secretario General, Señoras Ministras y Señores Ministros, integrantes de las delegaciones oficiales, colegas de la sociedad civil:

 Expresamos que, a pesar del creciente número de medidas adoptadas en los países de la región para reconocer nuestros derechos humanos; siguen estando vigentes en diez países del Caribe leyes que criminalizan y prohíben las relaciones sexuales consentidas entre personas del mismo sexo. Asimismo, algunos de esos países prohíben a las personas vestirse con ropas de otro sexo, así como el ingreso de extranjeros en razón de su homosexualidad. Sin duda todas estas leyes son violatorias de derechos humanos.
La mayoría de los países de la región todavía no cuentan con leyes u otras medidas que reconozcan la identidad de género y que garanticen el acceso a las personas trans, de todas las edades, a todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Niñas, niños y adolescentes, quienes por su edad son mucho más vulnerables a la violencia, corren el riesgo de expulsión de sus hogares, no cuentan con garantías en los centros educativos y no pueden acceder a una adecuada atención de la salud para afirmar su género.
Se ha promovido una visión del Estado comprometida con manifestaciones e interpretaciones religiosas de los ordenamientos jurídicos, que constituyen una clara afrenta contra el Estado laico como garantía de los derechos humanos de todas las personas, pero de manera especial, de los grupos históricamente discriminados.
En los últimos años, la criminalización del consumo personal de drogas y las políticas de lucha contra el narcotráfico se han venido aplicando de modo selectivo para criminalizar a las personas trans y a las personas trabajadoras sexuales, quienes ya son vulneradas por la aplicación de leyes penales que prohíben las actividades vinculadas al trabajo sexual.
 En virtud de lo anterior demandamos
Que los Estados Miembros:
1.  Firmen y ratifiquen la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, así como la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial, y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
1.  Creen o fortalezcan las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos e implementen programas educativos que desarrollen una cultura de derechos humanos basada en el principio de igualdad y no discriminación con base en la orientación sexual, identidad y expresión de género, y diversidad corporal.
2.  Adopten medidas que aseguren el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso de las personas sin discriminación por orientación sexual e identidad de género.
3.  Tomen medidas para investigar, juzgar y sancionar con la debida diligencia a agentes estatales involucrados en violaciones a los derechos humanos de las personas LGBTTTI.
4.  Adopten estrategias de salud integral y específica para poblaciones LGBTTTI, con particular énfasis a las necesidades diferenciadas de las personas trans e intersex.
5. Promuevan la implementación de la educación sexual integral en todos los niveles de enseñanza como parte de los derechos de niñas, niños y adolescentes.
6. Deroguen toda ley que penalice no revelar el estatus de VIH, su exposición y transmisión. Asimismo, que los Estados limiten el uso de la ley penal para casos de transmisión intencional del VIH, de acuerdo con las recomendaciones internacionales.

7. Deroguen todas las leyes penales que criminalizan el trabajo sexual, porque ponen en peligro la vida, salud y seguridad de las personas trabajadoras sexuales y adopten medidas legislativas para garantizar que sus derechos humanos,  seguridad y dignidad, sean respetados, protegidos y garantizados.
8.  Que los Estados de las Américas tomen medidas inmediatas para garantizar la seguridad de personas, con énfasis en grupos en particular situación de vulnerabilidad, en relación con las violaciones a derechos humanos de personas en movimiento.

9. Que se garantice el libre acceso al sistema judicial a los efectos de que los crímenes  motivados por prejuicio sean tratados como tales y no sean abordados como meros asesinatos u homicidios simples, y que se respete el derecho a legítima defensa para quienes se defienden de este tipo de agresiones.

Que la Asamblea General:

-       
Apruebe las resoluciones que protegen los Derechos Humanos de las personas con Diversa Orientación Sexual e Identidad y Expresión de Género y Características Sexuales.
Que la Secretaría General de la OEA, el Secretario General, la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

· Redoblen esfuerzos para que los Estados Miembros de la OEA firmen y ratifiquen la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, así como la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial, y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
· Presten el apoyo y cooperación técnica necesaria para que los Estados Miembros de la OEA adopten medidas para adecuar su legislación y política interna a los estándares establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-24/17.
Que la Asamblea General:

-       
Apruebe las resoluciones que protegen los Derechos Humanos de las personas con Diversa Orientación Sexual e Identidad y Expresión de Género y Características Sexuales.
Que la Secretaría General de la OEA, el Secretario General, la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

· Redoblen esfuerzos para que los Estados Miembros de la OEA firmen y ratifiquen la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, así como la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial, y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
· Presten el apoyo y cooperación técnica necesaria para que los Estados Miembros de la OEA adopten medidas para adecuar su legislación y política interna a los estándares establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-24/17.
14. Coalición Internacional por los Derechos Humanos de las Américas 

Al cumplirse los 70 años de la Organización de los Estados Americanos, así como de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Coalición Internacional por los Derechos Humanos en las Américas se referirá a algunos temas de preocupación en el continente. 

En primer lugar, queremos enfatizar en la importancia de que los Estados miembros cumplan con su compromiso de garantizar el derecho a defender derechos humanos en las Américas. 

Lamentablemente, en una buena parte de los países se está utilizando de manera indebida el derecho penal para criminalizar a las personas defensoras de derechos humanos, además numerosas autoridades estatales, así como actores no estatales, como los grupos anti-derechos nos estigmatizan y nos difaman. Miles somos víctimas de agresiones y solo en el 2017, organizaciones hemos registrado al menos 173 asesinatos, solo en nuestro continente. Ante esta realidad, exigimos que se adopten políticas públicas que incluyan mecanismos de prevención y protección integral a la luz de las particularidades individuales y colectivas, así como tomando en cuenta el género, y la interculturalidad. Además, urgen mecanismos eficientes para investigar con debida diligencia las violaciones de derechos humanos que sufrimos cotidianamente. 

Destacamos además que el derecho a la protesta pacífica es pilar esencial para ejercer la defensa de los derechos humanos y es parte del ejercicio democrático. Sin embargo, numerosos países del continente reprimen la protesta e impiden este tipo de participación política. 

Así, por ejemplo, llamamos la atención sobre la escalada de violencia y represión en Nicaragua. En este país, las fuerzas policiales, así como grupos afines al gobierno están violentando los derechos de los y las nicaragüenses. La Comisión Interamericana en una reciente visita pudo constatar la muerte de 76 personas, cifra que ha aumentado en los últimos días a más de 90, además de cientos de personas heridas y detenidas. La situación actual amerita un pronunciamiento de esta Asamblea General que exija el cumplimiento de las recomendaciones que fueron dadas por la Comisión. 

En el caso de Venezuela, este país viene sufriendo una grave crisis desde hace varios años. Las organizaciones hemos constatado cientos de detenciones arbitrarias, el uso de tribunales militares para juzgar a personas civiles y otras violaciones de derechos humanos. Millones de venezolanos han tenido que huir de su país y requieren la protección internacional de acuerdo a la Declaración de Cartagena sobre Refugiados. Pedimos a los Estados otorgar la citada protección y que tomen acciones que ayuden a mejorar la situación de derechos humanos en el país. 

Honduras también está enfrentando una grave crisis, que se ha agravado a partir de las elecciones presidenciales celebradas en noviembre del año anterior y sobre las cuales la propia Misión de Observación Electoral de la OEA señaló numerosas irregularidades. Solo en este periodo se han documentado más de 30 personas asesinadas. Además, decenas de personas fueron agredidas por su participación en protestas y privadas de libertad de manera arbitraria. 

Por otra parte, la situación de las personas defensoras en Colombia es sumamente grave, decenas han sido asesinadas desde que se firmaron los Acuerdos de Paz y el Estado sigue sin adoptar acciones efectivas para protegerles. 

En el caso de México, el actual contexto electoral ha estado marcado por la violencia. Solo en este mes 2 periodistas han sido asesinados, además, la aprobación de la Ley de Seguridad Interior que legaliza la militarización en el país es un grave retroceso que ha sido cuestionado por numerosos órganos internacionales. 

Por otra parte, la corrupción, la violencia y la impunidad, son parte de la realidad que enfrentamos millones de personas en América. Apoyamos mecanismos como la CICIG en Guatemala y la MACCIH en Honduras, sin embargo, denunciamos que existen actores que pretenden socavar su efectividad. 

Otro tema que resulta de especial relevancia para nuestra coalición es el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. El año pasado, la Asamblea General aprobó un aumento histórico en el presupuesto de la Comisión y Corte Interamericana, lo cual es un paso positivo pero resulta insuficiente para cubrir las necesidades de ambos órganos. 

Instamos a los Estados a seguir implementando la Resolución AG/RES. 2908 (XLVII-O/17) y garantizar que los órganos de derechos humanos de nuestra región cuenten con un financiamiento adecuado. 

De la misma manera, los Estado deberían mostrar este compromiso con el sistema a través de la plena implementación de las decisiones ordenadas por la Comisión y Corte respectivamente, así como que firmen y ratifiquen todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos. De manera complementaria, recordamos que este año se elegirán tres integrantes de la Corte Interamericana, por lo que hacemos un llamado para que apliquen los criterios objetivos y que se nombren personas idóneas e independientes. 

Por último, quisiéramos señalar nuestra preocupación ante la pérdida de espacios de diálogo sustantivos con los Estados miembros de la OEA en el marco de las Asambleas Generales y la reciente Cumbre de las Américas. Consideramos que la forma de participación hasta ahora aprobada no permite realizar aportes sustantivos ni tampoco la rendición de cuentas de los Estados. Hacemos un llamado para que se establezcan verdaderos mecanismos de participación, de manera que se permita realmente incidir ante las decisiones de los Estados de la OEA y que haya un diálogo efectivo y no meramente simbólico.
15. Coalición de Comunidades Afrodescendientes  
La población Afrodescendiente de las Américas se estima en más de 200 millones de personas, las cuales tiene acceso limitado a los servicios de educación y salud de calidad, vivienda y seguridad social, son víctimas del Racismo Estructural, la Discriminación Racial y la exclusión permanente como consecuencia de las desigualdades arraigadas y la pobreza heredada. Por esta razón es de suma importancia que los Estados miembros de la OEA promuevan el Decenio Internacional de los Afrodescendientes y su respectivo Plan de Acción, a la vez que, profundicen el conocimiento de las condiciones enfrentadas por esta población y que reconozca que los Afrodescendientes representan un grupo humano específico que requiere atención especial y políticas públicas que impulsen su desarrollo con identidad étnica y cultural. De esta manera la OEA debe resaltar la significativa contribución realizada por los Afrodescendientes a nuestras sociedades y, así mismo, proponer medidas concretas con el fin de fomentar su plena inclusión en la vida social, política y económica de sus naciones.

La comunidad internacional, a través del Decenio de los Afrodescendientes, ha reestablecido el firme compromiso de combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia en el plano nacional, regional e internacional. El hecho de haber reconocido que ningún país puede considerarse exento de racismo, que el racismo es una inquietud mundial y que para combatirlo se debe emprender un esfuerzo universal, constituye un logro importante. Por ende, la Declaración y el Plan de Acción de Durban es una de nuestras hojas de ruta y tiene un fuerte valor moral y constituye la base para los esfuerzos en el ámbito regional y mundial.

16. Coalición Salud Como un Derecho Humano Fundamental 

• El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de cada ser humano, sin distinción de raza, religión, ideología política o condición social o económica.

• El acceso equitativo a servicios de salud integrales, de calidad centrado en la dignidad de las personas.

• Fortalecer la acción intersectorial, estableciendo mecanismos de coordinación abordando las determinantes sociales de salud para que así las autoridades sanitarias nacionales puedan ejecutar sus funciones y las personas reciban servicios adecuados.

• Otorgar prioridad a la nutrición, especialmente la nutrición infantil, en la lucha contra la pobreza, el hambre, la desigualdad y así colaborar con el sector privado, público, la sociedad civil y otros actores sociales para lograr promover iniciativas de conformidad con los respectivos marcos legales internos para lidiar con este tema.

• Promover condiciones de salud y seguridad y propiciar ambientes de trabajo saludables para todos los trabajadores incluyendo aquellos que son proveedores médicos

• Trabajar para garantizar el acceso seguro y sostenible al agua potable y a los servicios de saneamiento para toda la población, reconociendo que el saneamiento básico y la higiene son fundamentales para la salud, el desarrollo integral y sostenible.

• Las mujeres y las niñas son vulnerables a los problemas de salud debido a razones biológicas y sociales, lo que interfiere con su educación y trabajo.

17. Coalición la Educación Base para la Prosperidad Hemisférica 

• El desarrollo auténtico debe basarse en la dignidad de la persona humana.

• El desarrollo puede lograrse al aumentar el acceso a diversas formas de capital, no solo capital financiero, sino capital humano, capital institucional, capital cultural, recursos de conocimiento. 

• Los seres humanos son el mayor recurso; nuestra creatividad y trabajo impulsan la innovación y han mejorado el mundo.

• La buena educación impulsa el desarrollo al proporcionar a las personas el conocimiento y las habilidades para desarrollar y utilizar sus talentos, convirtiéndolos en agentes de desarrollo.

• La educación de calidad debería estar disponible en igualdad de condiciones para todos.

• La educación que construye el autoconocimiento, el respeto por la dignidad humana y los hábitos de excelencia ayuda a los niños y jóvenes a desempeñarse bien en su vida escolar, personal y profesional.

• Las niñas en los países en desarrollo enfrentan una desventaja en la educación. Se debe educar a las mujeres sobre cómo funcionan sus cuerpos, incluida la conexión entre la salud general y la salud hormonal y cómo funcionan.

• El Estado, la escuela y los padres deberán trabajar en conjunto y subsidiarios para que los niños y adolescentes tengan una educación de calidad e integral.
18. Coalición Religiones, Creencias y Espiritualidades en el Diálogo con la Sociedad Civil 

1) Como Coalición manifestamos nuestra inquietud por las condiciones del Estado de Derecho en diversos países de nuestro continente. Vemos con preocupación el retroceso que estamos viviendo en términos de agendas de derechos humanos, especialmente en el tratamiento de diversas políticas públicas como también la desfinanciación de diversas áreas claves, relacionadas con educación sexual, protección de la mujer, políticas públicas hacia la comunidad LGBTIQ, políticas en derechos sexuales y reproductivos, entre otros.

2) En esta avanzada, vemos que uno de los sectores que más apoya dichas instancias son diversas comunidades religiosas, especialmente pertenecientes a la iglesia cristiana en sus diversas expresiones. Por un lado, fortalecen campañas de desinformación, haciendo un cuestionamiento a la “ideología de género” sin ningún tipo de análisis sobre cuestiones de género y mostrando completo prejuicio infundado. Por otro, logran grandes niveles de articulación con fuerzas políticas institucionalizadas, desde un trabajo de lobby que ha impactado fuertemente en el tratamiento de proyectos de ley. 

3) Queremos enfatizar en el hecho de que el campo religioso, y especialmente el cristiano, es una espacio sumamente plural y diverso, donde podemos encontrar voces que apoyan agendas de derechos humanos, donde se respeta el rol del Estado como un garante de derechos básicos y donde se apoya comprometidamente a la comunidad LGBTIQ en todas sus demandas. De aquí, denunciamos la pretensión de ciertos sectores de querer representar a todas las voces religiosas –inclusive sosteniéndose en interpretaciones absolutas sobre los textos sagrados y temas teológicos-, ignorando la presencia de personas, grupos, iglesias y organizaciones que se apoyan en una cosmovisión de fe y un marco teológico completamente alineado con propuestas inclusivas.

4) Instamos a los Estados a desarrollar una práctica intencional de diálogo abierto con las diversas voces religiosas presentes en los diversos países, que muestren la pluralidad de posicionamientos dentro de este complejo mundo, para no homogeneizar los posicionamientos religiosos en ciertas perspectivas, que suelen ser conservadoras y opuestas al desarrollo de políticas públicas en derechos humanos. De esta manera, muchos grupos religiosos pueden ser aliados centrales en el tratamiento de políticas públicas inclusivas.

5) De la misma manera, creemos que la salida no se encuentra en estigmatizar lo religioso y menos aún descartar toda voz religiosa del espacio público, ya que podemos ver que esa posición lo único que ha logrado es dejar el camino libre para que ciertas voces, es decir las conservadoras, asuman el monopolio y hoy sean una gran contraparte para la eliminación de agendas centrales para un Estado de derecho. Creemos que el camino no se encuentra en el descarte sino en la promoción de una pluralidad que impida la preeminencia monopólica de ciertos posicionamientos. Por ello, invitamos a las organizaciones de sociedad civil que creen espacios de diálogo y articulación con creyentes, grupos, iglesias y organizaciones que están alineadas con un posicionamiento crítico y alineado con una cosmovisión inclusiva, con el objetivo de crear frentes de militancia, concientización e incidencia.

19. Coalición Foro Ciudadano de las Américas 

Resulta nuevamente gratificante poder participar en un escenario propiciado por la Organización de Estados Americanos (OEA) y sus países miembros. Hace casi dos meses nos dimos cita en Lima, en el marco de la VIII Cumbre de las Américas y hace un año lo hicimos en Cancún con la 47° Asamblea General. Este último año ha sido tremendamente significativo para este Foro, este grupo de organizaciones. El Foro Ciudadano de las Américas, es una instancia hemisférica de diálogo, articulación e incidencia de organizaciones de sociedad civil y actores sociales del continente americano conformada por 35 organizaciones, pero que ha movilizado a 140 OSC. Desde su conformación hemos realizado diversas actividades para difundir información, foros de discusión, ejercicios para el monitoreo de mandatos de cumbres previas, diálogo con autoridades públicas de nuestros países.

En esta oportunidad que nos brinda la 48° Asamblea General de la OEA en Washington queremos aportar al eje temático de Derechos Humanos, Democracia y Estado de Derecho. Esto nos resulta fundamental teniendo en cuenta la coyuntura política y social de crisis en muchos de nuestros países en materia de garantía de derechos humanos y protección del ambiente habilitante. Sobre todo, en países como Honduras, Nicaragua y Venezuela. Según el monitor CIVICUS1, la mayoría de los países en las Américas se encuentra en una calificación preocupante (reprimida o cerrada) y sólo ocho tienen condiciones, en general, óptimas para que la sociedad civil pueda ejercer sus derechos de manera plena. Asimismo, diferentes informes como los de Amnistía internacional señalan que 2017 fue un año de enormes retrocesos. La violencia, la impunidad, los obstáculos para la libertad de expresión y la discriminación se intensificaron en la región.

Hoy por hoy, como se dijo anteriormente, las situaciones que más llaman la atención del continente son las crisis internas que viven Honduras, Nicaragua y Venezuela. En cada uno de esos países la institucionalidad estatal y la legitimidad de sus respectivos gobiernos se encuentra gravemente cuestionada, por varias razones particulares. En Honduras, las pasadas elecciones realizadas en noviembre de 2017 suscitaron fuertes protestas, denuncias de fraude y represión estatal a varios sectores de la oposición. Es tan grave la situación que la Misión de Observación Electoral de la OEA se pronunció en su momento denunciando graves irregularidades.

Por otro lado, en Nicaragua el presidente Daniel Ortega y su esposa Rosario Murillo, vicepresidente, destaro toda una ola de indignación, reclamos y protesta tras las medidas impopulares que lesionan gravemente la seguridad social de los nicaragüenses y la economía del país. La respuesta del gobierno ha sido una represión sistemática.

Desde el año 2007 que el Gobierno de Daniel Ortega tomó posesión, se inició un proceso gradual y lapidario de la institucionalidad del país que junto con graves casos de corrupción, fueron cansando y provocando la ira y hartazgo del pueblo nicaragüense. En este momento, a más de 40 días de protestas sociales ininterrumpidas, denunciamos las graves violaciones a los derechos humanos a estudiantes universitarios y población en general que han salido a manifestarse de manera pacífica y que han sido brutalmente atacados por paramilitares afines al Gobierno.

La CIDH en el informe preliminar de su visita a Nicaragua, culminado el 21 de mayo del corriente reconoce, además de los casos de persecución, hostigamiento y censura antes descritos, que hubo en estos procesos de protesta un uso excesivo de la fuerza por parte de las autoridades policiales y reconoce la existencia de grupos extra policiales. Reconoce también que hubo negligencia y complicidad por parte de autoridades estatales para no prestar el debido acceso a la atención médica y a la justicia a la población afectada durante las protestas. La Comisión instó al Estado de Nicaragua a cesar la represión en contra de las manifestaciones pacíficas, a propiciar las condiciones para el libre ejercicio de derechos a la protesta, a la movilización y libertad de expresión.

En Venezuela, la situación no es menos grave. Desde hace más de dos años que el actual presidente Nicolás Maduro viene socavando la institucionalidad, cooptando los poderes públicos y censurando la prensa y persiguiendo a la oposición. En 2017, disolvió la Asamblea Nacional, cuya composición está integrada en su mayoría por la oposición luego de las elecciones de 2016, para convocar a una Asamblea Nacional Constituyente, cuya legitimidad es cuestionada por la mayoría de la comunidad internacional. Asimismo, son muchas las denuncias y casos de violación flagrantes a los derechos humanos que la sociedad civil ha señalado, los caso más graves es la detención arbitraria de opositores (presos políticos).

Otras situaciones menos graves, pero que igual merecen la atención del continente, son las que se viven en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México y Paraguay. En cada uno de esas naciones pasan por coyunturas que pueden detonar en graves crisis políticas, sociales y económicas.

Lo anterior es un llamado de atención, sobre todo para los Estados y sus respectivos gobiernos. Es imperativo responder estas preguntas:

1. ¿Qué políticas públicas y medidas gubernamentales se están adelantando para garantizar plena y materialmente los derechos humanos de las personas en sus territorios?

2. ¿De qué forma los Estados están efectivamente cumpliendo con la Carta Democrática Interamericana?

3. ¿Cuáles son los obstáculos que aún subsisten en algunos países para que sectores de la población no puedan ejercer plenamente sus derechos humanos?

4. ¿Cuáles son las amenazas que actualmente se ciernen sobre el Estado de Derecho y sus principios fundamentales?

Para responder esas preguntas es necesario oír las voces que están en la sociedad civil. Nosotros como coalición estamos plenamente comprometidos no sólo a responderlas para evidenciar, una vez más, la grave situación en derechos humanos de las Américas, sino también para aportar recomendaciones y soluciones que ayuden a resolver nuestros problemas actuales.
20. Coalición Por Una Cultura Pública Innovadora con Justicia Social 

 La Coalición por una Cultura Pública Innovadora congrega a diferentes organizaciones que han venido trabajando en los ejes de “Democracia Innovadora” e “Innovación Política Social”, generando ideas nuevas y útiles que se han podido implementar exitosamente en el campo de la acción social y pública.

La desconfianza de los ciudadanos hacia sus instituciones ocurre principalmente por la falta de actualización de los procesos de desarrollo institucional y el estancamiento de la política. Hoy en día se vive una crisis en el sector público que está generando una profunda inestabilidad social y promoviendo inequidades y atrasos a las sociedades del continente.

Por otra parte, los nuevos paradigmas están haciéndole frente a estos flagelos logrando agregar valor desde acciones disruptivas en el campo de lo público. Temas como los datos abiertos, la tecnología de cadena de bloques, la inteligencia artificial y la automatización está haciendo que debamos re- plantearnos el funcionamiento tradicional de nuestra cultura pública.

Lo anterior ha llevado a que cada vez más existan modelos híbridos o empresas sociales que agregan valor en el campo público y privado y que generan una mayor confianza y cercanía con la sociedad, esto motivado al hecho de que estas organizaciones agregan valor desde la innovación y logran mejorar los procesos públicos y sociales a través de esta metodología. Todo lo anterior se transforma en a la consecución de sociedades más innovadoras, inclusivas y eficientes.

La coalición ha contribuido en la recuperación de espacios democráticos mediante la promoción de derechos humanos a través de la materialización de actividades artísticas, culturales y creativas. Asimismo, ha propiciado la asociación juvenil y ciudadana en torno a los temas de innovación pública y social, promoviendo espacios como concentradoras de innovación social y pública, laboratorios gubernamentales para prácticas innovadoras en el sector público, alianzas hemisféricas en torno a estos temas, entre otras iniciativas.

Por lo anterior es que nuestra coalición promueve una “cultura pública innovadora” donde pongamos en el centro de la convivencia a la innovación política y social y que la misma permita la generación de nuevos esquemas de trabajo que transformen a nuestras instituciones públicas y sociales y las hagan adaptarse y evolucionar para así enfrentar las necesidades y demandas de la actualidad.

Estamos convencidos que si nos unimos como hemisferio en este objetivo podremos agregar valor significativo para las generaciones futuras y construir un horizonte más próspero e íntegro para nuestra región.
La reducción de la economía informal y la regulación del comercio popular en el espacio público son temas clave en la lucha contra la desigualdad y exclusión social. Es tiempo de abordar el problema de la economía informal y el comercio popular en el espacio público en América Latina. Alrededor de 130 millones de latinoamericanos tienen empleos informales, lo cual limita la productividad y el desarrollo económico de la región, excluyendo a los trabajadores de las protecciones sociales y laborales. 

La economía informal y el comercio popular en el espacio público son una alternativa de subsistencia para millones de familias en América Latina por lo que es importante plantear “orden sí, criminalización no.” 

En su informe anual “Perspectivas sociales y del empleo en el mundo: Tendencias 2018” se destaca a México como uno de los pocos países en América Latina, donde los empleos formales generados irán a la baja. Sus cifras indican que, para este año, el país contará con 15.5 millones de mexicanos con empleo vulnerable de los 15.3 millones que se registraron en 2017, se pronostica un aumento de 200 mil personas. según la Organización Internacional del Trabajo.

Para “formalizar la economía”, se deben observar los salarios mínimos y la calidad del empleo, regularizando el comercio en el espacio público. Sin embargo, no se cuentan con las herramientas legales, la voluntad política ni la fortaleza institucional para formalizar las actividades de los patrones, por ello habrá que revisar el marco jurídico y la política laboral de los Estados miembros, para después recomendarles mejoras por medio de la actualización de sus normas y políticas, de frente al desempleo y al trabajo precario. Esto, con la finalidad de asegurar el sustento licito, fortalecer la economía familiar, mejorar las condiciones laborales, abolir la persecución y criminalización de los comerciantes en la vía pública; y con una perspectiva de derechos humanos, mejorar la calidad de vida en el continente.

21. Coalición Desarrollo Social y Comunitario para la Prosperidad en América

Excelentísimos Embajadores y Señoras Embajadoras, Representantes de los distintos Estados miembros, Excelentísimo Señor Secretario General de esta Organización, estimados todos. Agradecemos la oportunidad de poder contribuir en este foro.

Como coalición, están aquí representadas Asociaciones Civiles de diversos orígenes étnicos, culturales, religiosos y socio-económicos, que buscan el desarrollo integral y auténtico de nuestra región en su contexto social, económico y político. Un desarrollo auténtico para las naciones requiere que se tenga como eje central de sus políticas al ser humano, pues esto crea el fundamento para que toda persona pueda desarrollar su potencial a nivel mental, emocional y físico, para ponerlo al servicio de la sociedad de la que forma parte. Todos los miembros de la sociedad, minorías y los más vulnerables incluidos, contribuyen al desarrollo de las naciones y por consiguiente, de la región. 

Las exigencias del bien para todo el hemisferio se derivan de las condiciones sociales de cada época y están estrechamente vinculadas al respeto y a la promoción integral de la persona y de sus derechos fundamentales. Tales exigencias atañen, ante todo, al compromiso por la paz, a la correcta organización de los poderes del Estado, a un sólido ordenamiento jurídico, a la salvaguardia del ambiente, a la prestación de los servicios esenciales para las personas, algunos de los cuales son, al mismo tiempo, derechos del hombre: alimentación, habitación, trabajo, educación y acceso a la cultura, transporte, salud, libre circulación de las informaciones y tutela de la libertad religiosa. Sin olvidar la contribución que cada Nación tiene el deber de dar para establecer una verdadera cooperación internacional, en vistas del bien común de la humanidad entera, teniendo en mente también el desarrollo sostenible,  como ha sido planteado a nivel mundial y adoptado por esta Organización. 

El bien común en el Continente es un deber de todos los miembros de la sociedad: ninguno está exento de colaborar en su consecución y desarrollo. Es por eso que cada uno de los Estados Miembro deben buscar hacer viables las condiciones para que todos los miembros de la sociedad tengan bienestar, paz, estabilidad y seguridad. Para esto el sector empresarial debe ser útil para la sociedad en la producción de bienes y servicios útiles, dando un trato digno a todos sus colaboradores. Desde el sector económico se deben crean las oportunidades de encuentro y colaboración, donde el emprendimiento sea reconocido y apoyado.

En este sentido, el gran reto social de nuestro tiempo es lograr que lo social no se desvanezca, que el sentido de comunidad no sea desplazado, sino que sea "reinventado" para que siga jugando sus funciones de mejoramiento a la sociedad. 

La responsabilidad de edificar todo esto compete, además de las personas particulares, también al Estado, porque el bien común es la razón de ser de la Organización de los Estados Americanos, las relaciones internacionales y el Estado; en efecto, debe garantizar cohesión, unidad y organización a la sociedad civil de la que es expresión, de modo que se pueda lograr el máximo desarrollo con la contribución de todos los ciudadanos. 

La persona concreta, la familia, los cuerpos intermedios no están en condiciones de alcanzar por sí mismos su pleno desarrollo; de ahí deriva la necesidad de las instituciones políticas, cuya finalidad es hacer accesibles a las personas los bienes necesarios —materiales, culturales, morales, espirituales— para gozar de una vida auténticamente humana; colaboren de manera subsidiaria en la obtención de los bienes materiales e intelectuales, de forma que mejoramiento de las personas y la sociedad sea asequible. 

Para asegurar el desarrollo comunitario del Hemisferio, el gobierno de cada país tiene el deber específico de armonizar con justicia los diversos intereses sectoriales. Como Organización democrática, la OEA, debe recordar que a pesar de que las decisiones que se toman ordinariamente por mayoría entre los representantes, aquellos a quienes compete la responsabilidad de ver por el bien del continente Americano, ustedes embajadores, están obligados a fomentar el desarrollo, no sólo según las orientaciones de la mayoría, tampoco solo considerando a las minorías, sino en la perspectiva del bien efectivo de todos los miembros de la comunidad civil. 

La cuestión social se está universalizando y afecta a todos los países: junto a la cuestión obrera y el constante desarrollo industrial y tecnológico, se delinean los problemas de la agricultura, de las áreas en vías de desarrollo, del incremento demográfico y los relacionados con la necesidad de una cooperación económica mundial. Las desigualdades, advertidas precedentemente al interno de las Naciones, aparecen ahora en el plano internacional y manifiestan cada vez con mayor claridad la situación dramática en que se encuentran. 

Los pueblos de América tienen una legítima aspiración a la justicia social y sus gobiernos la responsabilidad de promoverla.  Es por eso que, sin olvidar que aún existen demasiadas desigualdades y formas de dependencia en las relaciones entre pueblos y Estados, las condiciones de equidad y paridad son el presupuesto para un progreso auténtico de la comunidad internacional. 

A la igualdad en el reconocimiento de la dignidad de cada hombre y de cada pueblo, debe corresponder la conciencia de que la dignidad humana sólo podrá ser custodiada y promovida de forma comunitaria, por parte de toda la humanidad. Sólo con la acción concorde de los hombres y de los pueblos sinceramente interesados en el bien de todos los demás, se puede alcanzar una auténtica fraternidad universal; por el contrario, la permanencia de condiciones de gravísima disparidad y desigualdad empobrece a todos.

Derivado de todo esto, señores embajadores, la Coalición para el Desarrollo Social y Comunitario en América propone: 

1.
Mejorar el acceso y calidad de la educación.

2.
Impulsar la recuperación del sentido constitucional de la planeación del desarrollo, lo cual debería llevar a Incorporar la participación social y democrática en los procesos de planeación.

3.
Promover la erradicación de los obstáculos que existen para la interlocución directa entre las instituciones y los ciudadanos. Ello implica desarrollar nuevas estrategias de información sobre la cobertura de los programas, así como el uso de nuevas tecnologías aplicadas a la comunicación permanente con la sociedad.

4.
Fortalecimiento de la capacidad institucional para apoyar el desarrollo territorial.

5.
Construir una estrategia Regional de seguridad alimentaria, que en el ámbito rural pueda integrar los enfoques de asistencia social, productivo y de salud.

6.
Una mejor gestión monetaria para consolidar la consolidación fiscal.

7.
Una mejor intermediación financiera para propósitos productivos.

8.
Fomentar la planeación urbana para el desarrollo de ciudades competitivas.

9.
Vincular estrechamente las políticas de desarrollo sustentable con las políticas agropecuarias, con tres propósitos fundamentales: a) cuidado y aprovechamiento racional del agua; b) protección y recuperación de suelos, así como fortalecimiento de zonas con potencial agropecuario no desarrollado; y c) generación de una nueva cultura acuícola que permita proteger y aprovechar racionalmente los recursos del mar.

10.
Un mejor ambiente de negocios y de innovación para aumentar la productividad.
22. Coalición Derechos Humanos y Libertades Fundamentales en América 

Excelentísimos Embajadores y Embajadoras, representantes de los distintos Estados miembros, Excelentísimo Sr. Secretario,  

Queremos agradecer la oportunidad que se nos ha otorgado para poder expresar el punto de vista de millones de personas que no tuvieron la oportunidad de estar presentes en este foro, pero que por años hemos trabajado juntos para defender nuestros valores y los de aquellos que están en desventaja.  Para nosotros es un privilegio ser su voz.  

El preámbulo de la Carta en la que se funda esta Honorable Organización pone un énfasis especial en la representatividad democrática como una condición indispensable para la estabilidad de los Estados y el desarrollo de la región.  

En el artículo 2 de esta misma carta, se establece como uno de los principales propósitos: la promoción de la democracia representativa fundamentándola bajo el respeto del principio de no intervención.  

En el mismo sentido, el artículo 3 establece como uno de los principios, el respeto de la personalidad, soberanía e independencia de los países, así como el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y otras fuentes de derecho internacional.  

Por lo anterior, queremos aprovechar esta oportunidad que se nos ha brindado para expresar nuestra enorme preocupación por lo que actualmente sucede en esta Organización. Específicamente, por lo que sucede a través de algunos de los órganos que la componen:

(i) la Comisión Interamericana de la Mujer, (ii) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como (iii) la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Nuestra preocupación principal radica en que no existe unidad de criterio y actuación dentro de los órganos, ya que los mismos continúan separándose del sentido original de los tratados acordados por los Estados miembros de esta institución, desvirtuando lo acordado por los países e imponiendo criterios que se escapan del marco jurídico que los engloba.  

Aunque hemos avanzado en materia de Derechos Humanos en la región, es evidente que sufrimos graves amenazas. Paradójicamente algunas de ellas provienen de los llamados ‘derechos humanos de segunda generación’, en demasiadas ocasiones ‘inventos ideológicos’ al margen de la Carta Universal de Derechos Humanos y de la Convención Americana de Derechos Humanos.

La principal amenaza hace referencia al derecho a la vida. Aunque el art. 4 de nuestra Convención hace referencia explícita al derecho a la vida desde el momento de la concepción, algunos estados tratan de debilitar dicho derecho. El asunto es grave si tenemos en cuenta que se trata del primero de los derechos, llave para el despliegue del resto de los derechos.

Durante el último año presión internacional en Chile, El Salvador y Dominicana, entre otros, ha sido inaceptable. Amnistía Internacional, Planned Parenthood, Human Rights Watch y la misma Naciones Unidas han practicado una injerencia ideológica intolerable poniendo en solfa el respeto de la soberanía, de la cultura y tradiciones de nuestros países y de la voluntad popular manifestada de manera reiterada. Dichas presiones se han producido también para tratar de imponer la agenda LGTBI: reconocimiento del matrimonio entre personas del mismo sexo, adoctrinamiento LGTB en las escuelas, leyes de censura para quienes defienden el matrimonio hombre-mujer, etc. Y eso, de nuevo, a pesar de que las legislaciones de la mayoría de nuestros países no reconocen la unión homosexual como matrimonio y que la ciudadanía se ha manifestado de manera clara y contundente en defensa del matrimonio. 

Estas imposiciones suponen una violación de soberanía y ensanchan el déficit democrático. Particularmente grave resulta la respuesta de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a la pregunta a Costa Rica. En primer lugar, porque no responde a la pregunta que no era si debía aceptar el matrimonio entre personas del mismo sexo, sino si debía de garantizar sus derechos patrimoniales. 

La respuesta afirmativa se extralimitó desde todos los puntos de vista. No sólo afirmó que el matrimonio era la manera más adecuada de garantizar dichos derechos patrimoniales, sino que estableció que la orientación sexual y la identidad de género (SOGI en inglés) eran derechos humanos contemplados en la Convención y por tanto, sujetos de control de convencionalidad. Y para cerrar el círculo de la extralimitación de mandato, considera que su respuesta es vinculante no sólo para Costa Rica sino también para el resto de los Estados miembros del sistema interamericano de Derechos Humanos.

La Corte de San José se equivocó gravemente en el fondo y en la forma. En la forma porque debería de saber que las respuestas a las preguntas nunca son vinculantes. Menos para los países que no formulan la pregunta. En el fondo porque la SOGI nunca formó parte de la Convención Americana que -sin embargo- si habla expresamente del hombre y la mujer cuando se refiere al matrimonio.

Retorcer la Convención para hacerla decir lo que no dice no fue el mandato que recibieron los jueces de los Estados. Su función es interpretar la convención, no reinterpretarla para acomodarla a posiciones ideológicas ajenas al derecho, a la legislación de los países, a las culturas de nuestros pueblos y a la voluntad de sus ciudadanos.

Con esta polémica respuesta la Corte no hace sino ensanchar su descrédito y desprestigio institucional. Un desprestigio que se suma a los escándalos que rodean a algunos de los jueces que deberían de gozar de moral probada e intachable, como establece el reglamento de la misma Corte.

Pues bien, en los últimos días uno de los jueces ha tenido que abandonar la institución tras conocerse la denuncia de su mujer por malos tratos. El argentino Zaffaroni no renuncia, pero las acusaciones de proxenetismo siguen retumbando y erosionando la institución mientras el juez argentino sigue utilizando su atalaya institucional para manifestarse sobre cuestiones de política nacional contrariando su obligada neutralidad y el mismo sentido común.

Que los jueces de la Corte de San José estén bajo sospecha no ayuda al prestigio de la institución. Reclamamos de la OEA un control más estricto en los nombramientos y mecanismos que permitan la remoción de los mismos cuando la mujer del César no sea honrada y/o no lo parezca.

Por último, en cuanto a la calidad democrática, la región amenaza dos graves retos. En primer lugar, unas ‘fake-elecciones’ en Venezuela realizadas sin las debidas garantías de imparcialidad, concurrencia y transparencia. Es obvio que se trata de un enrocamiento del régimen ante una crisis política, económica y humanitaria sin parangón en la región. La OEA no puede seguir mirando para otro lado ante el retroceso democrático que sufre Venezuela. Por eso pedimos que aplique la Carta Democrática y urja en Naciones Unidas la creación de pasillos humanitarios que palíen el drama de una gran parte de la población.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos tampoco puede mirar para otro lado ante la grave situación de Nicaragua. El régimen ha reprimido a la oposición de manera violenta sembrando de muertos y heridos a la nación hermana. Son graves delitos de lesa humanidad que no pueden quedan impunes ante un diálogo que sólo aspira a que pase la tormenta para mantener el poder.

Las revueltas nicaragüenses son la muestra del hartazgo ciudadano ante un régimen omnímodo que ha asfixiado las libertades, la legítima participación ciudadana, la alternancia en el poder y la verdadera democracia. Por eso pedimos una mayor firmeza de la OEA y de las naciones hermanas en solidaridad con un pueblo que legítima y sorpresivamente se ha levantado reclamando libertad y democracia. 

Vemos con preocupación cómo en las resoluciones que no son vinculantes a los países pero acordadas para esta Asamblea se continúa incluyendo lenguaje y creando supuestos derechos no pactados por Estados en tratados que sí son vinculantes. De esta forma, se utilizan esas resoluciones para luego presionar a los países a aceptar este nuevo lenguaje. Un ejemplo son los términos de orientación sexual e identidad de género, que no fueron definidos por los países, pero que la CIDH tomó de los principios de Yogyakarta, un documento elaborado por un grupo de personas con intereses específicos. Hoy esos principios son la base para avanzar en la creación de acciones positivas para un grupo. Además, en esta ocasión los países han ido todavía más allá agregando los intersexo que al igual que la orientación sexual y la identidad de género no están definidos en tratados internacionales aprobados por los países. No solo eso, sino además, se continúa delegando la autoridad a supuestos expertos del MESECVI, comisionados y jueces, para reinterpretar (no interpretar) los tratados, cambiando con ello completamente el sentido de lo acordado por los Estados.  En este sentido, podemos afirmar la violación de los propósitos y principios de la Carta bajo la cual esta Organización fue fundada.  

No podemos hablar de democracia, cuando esta Organización no es capaz de respetar la voluntad de los ciudadanos que está delegada y representada por sus legítimos representantes, es decir, sus parlamentos. Tanto la Comisión, la Corte, la CIM y el MESECVI, así como el Señor Secretario General, se han excedido en sus funciones, ya que han pasado por encima de los acuerdos y del mandato otorgado por los Estados. Estas acciones amenazan la democracia, entendida como la voluntad de los pueblos, y con ello el Estado de Derecho.  

Así mismo, queremos aprovechar la oportunidad para hacer un llamado a Ustedes, Excelentísimos Embajadores, quienes son nuestra voz en ante esta Organización. Nuestra intención es recordarles que su deber está con sus ciudadanos y con la ley del Estado al que Ustedes representan. Su deber es hacer respetar la voluntad expresada en los tratados internacionales que han sido firmados y ratificados, en otras palabras, validados por los legítimos representantes del pueblo, y no por autoridades que desconocen la realidad interna de los países y que no han sido elegidos por nosotros para decir qué “nuevos derechos” se impondrán a nuestros Estados.  

Es por ello que nuevamente apoyamos y aplaudimos la Declaración de México, presentada en la Ciudad de México el pasado 15 de junio de 2017, en la cual más de 600 parlamentarios de toda la región hacen un llamado a que esta Organización y sus instituciones, se apeguen al marco de derecho que les ha sido otorgado y paren de menoscabar la autoridad que se les ha sido conferida como legítimos representantes de su gente.

Para concluir, pedimos a las autoridades de esta Organización que respeten el marco de derecho en el que están autorizados para actuar, pues de lo contrario, afectan la credibilidad de la OEA, la cual es necesaria y debe de existir a fin de intervenir en casos en los que sí existen violaciones graves, por ejemplo, en el caso de nuestros hermanos de Venezuela.  Pedimos que cesen sus intentos por imponer una agenda que no tiene que ver con la voluntad del pueblo. Y por último pedimos a nuestros Embajadores que sean valientes y defiendan la voz de su pueblo.  

23. oalición Por La Dignidad De Las Personas Con Discapacidad En Las Américas 

Las Organizaciones de las Personas con Discapacidad de las Américas celebramos los 70 años de creación de la OEA y con ella los avances y el desarrollo en derechos humanos y en procesos de democratización en la Región.

Debemos recordar que la OEA ha sido nuestra aliada en este proceso de trasformar el ordenamiento jurídico internacional, proceso que inició con la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (Guatemala 1999) y en la cual se concretaron años de trabajo y reivindicación.

Luego, la Declaración del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y el Programa de Acción aprobado en Panamá (2007). Después la extensión del Decenio (2016-2026) y la preparación del nuevo plan de acción.

En el 2017, la creación de la Unidad sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Hoy contamos con un ordenamiento jurídico internacional favorable del que también forman parte la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como la posibilidad de hacer viable la justicia social y concretarla con la incorporación de la discapacidad en la Agenda 2030.

No obstante, nuestro sueño, nuestro ideal, de plena ciudadanía sigue aplazado. Sí, los instrumentos internacionales nos reconocen la capacidad jurídica y el pleno ejercicio de ella pero en nuestros Estados seguimos recibiendo tratamiento de extranjeros o apátridas y, sin perjuicio de algunas reformas legislativas internas, lo cierto es que en las políticas públicas y en los planes y programas gubernamentales, el reconocimiento de nuestros derechos sigue mediado por imaginarios colectivos y prejuicios individuales en los que no cabe ni la dignidad, ni la independencia ni la autonomía de las personas con discapacidad.

Esta realidad hace necesario que solicitemos a la OEA su intervención ante sus Estados Miembros con el fin de instarlos a tomar acciones concretas y urgentes para que, en las Américas, el reconocimiento y el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad sean garantizados efectivamente, para que comience a mejorar nuestra calidad de vida, y para que la participación plena y la inclusión dejen de ser apenas un énfasis en los discursos.

En esa perspectiva es preciso destacar dos campos en los cuales la intervención de la OEA tendría un impacto real y positivo no solo en la vida de las personas con discapacidad sino en sus familias, en la sociedad y en los Estados a los que pertenecemos.

El primero de esos campos es la accesibilidad, como condición previa para que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en la sociedad en igualdad de condiciones, a la información, a las comunicaciones, al conocimiento, a las tecnologías de la información y las comunicaciones, al entorno físico y al transporte, además de una educación con calidad en todos sus niveles. El segundo, es el reconocimiento y el fortalecimiento de las organizaciones de las personas con discapacidad, que ya es un compromiso adquirido por los Estados Partes en la CDPD pero que requiere del impulso de la autoridad de la OEA.

En el siglo 21, sin educación ni acceso a las tecnologías y sin organizaciones fuertes, ninguna persona y menos aún las personas con discapacidad, puede asumir las transformaciones de nuestras sociedades, ni enfrentar las catástrofes naturales, políticas y económicas, ni superar la violencia, la pobreza la corrupción y la marginación. Tampoco es posible la democracia.

Nuestra solicitud se trata entonces de que la OEA, con la autoridad que le da su propio cumplimiento del ordenamiento internacional vigente, apremie a sus Estados miembros para el goce efectivo de los derechos y libertades fundamentales por parte de las personas con discapacidad y nuestra plena inclusión económica social política cultural y educativa.

El lema de la Agenda 2030 es: “Para que nadie se quede atrás”. Nosotros estamos atrás. Y el abismo cada vez es más profundo.

Nuestro lema, el de la CDPD: “Nada de nosotros sin nosotros”. Una voz de esperanza y concertación, un canto de alegría y unidad, aunque a veces tiene estertores de lamento y ecos de guerra. Esperamos que nada de nosotros sin nosotros sea la llave que abra la puerta de la justicia.

24. Coalición Diophanthus 

La Coalición DIOPHANTUS propone una reflexión constructiva, en torno a tres ejes que transversalmente recorren nuestras preocupaciones comunes: la estadística criminal y la independencia judicial, la victimología y los procesos de paz todo ello en un marco de fortalecimiento del Estado de Derecho.

Las propuestas de las Organizaciones que componen nuestra COALICIÓN DIOPHANTUS son las siguientes:

El Foro de Estudios sobre la Administración de Justicia (FORES - ARGENTINA) propone crear el OBSERVATORIO DE LA TRANSPARENCIA para evidenciar en forma pública y periódica, el cumplimiento por parte de nuestros países tanto DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN como también de las recomendaciones del MESICIC.

La medición del desempeño genera un círculo virtuoso de mejora permanente porque permite:

1. Publicar un ranking de los países líderes;

2. Transparentar públicamente la situación de cada país;

3. Incentivar las acciones de mejora publicitando las mejoras o retrocesos a lo largo del tiempo. 

USA REFUGEES AND IMMIGRANTS observa que el Sistema Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos tiene debilidades, entre ellas la falta de un cuerpo de monitoreo de policías/militancias para SUPERVISAR el cumplimiento de cada país con los diversos acuerdos que los países representados aquí han firmado y ratificado. 

Propone una Convención o Protocolo que proteja los Derechos Humanos de los Presos Políticos, los Presos de Conciencia y sus familias, así como la universalización de estos conceptos dentro de un acuerdo internacional. 

La FUNDACIÓN NACIONAL PARA LA DEMOCRACIA llama a los estados miembros de la OEA a promover la causa de la paz, a reconocer a grupos que buscan promover la causa de la paz como un movimiento global, preservar una cultura de paz duradera para ello se debe generar conciencia pública sobre la necesidad y el valor de la paz. Implementar prácticas que aumenten la participación de las mujeres en el gobierno y la legislación para garantizar la coexistencia pacífica entre las naciones, los estados, y las personas. 

Promover una cultura de paz que incluya garantizar a los ciudadanos que puedan participar en los asuntos políticos del estado como iguales y promover una educación basada en el respeto y el entendimiento mutuo entre diferentes grupos religiosos y grupos étnicos;

 La ASOCIACIÓN MEXICANA DE PSICOLOGÍA Y DESARROLLO COMUNITARIO Propone que se fortalezca a las Organizaciones de la Sociedad Civil que atienden a población en zonas de conflicto. 

Que la OEA apoye a las organizaciones para la búsqueda y atención de personas desaparecidas en México e intervenga también para apoyar a las Organizaciones que buscan atender familiares sobrevivientes personas asesinadas en los últimos 10 años en México, donde la espiral de violencia se perpetúa. Que la OEA preste especial a las próximas elecciones en México. 

La FUNDACIÓN EL SOL marca la necesidad de trabajar HACIA UNA CULTURA DE LA PAZ para ello la sociedad civil debe tener más participación, ser valorada y respetada sin sentirse en riesgo ni ser amedrentada, para ello se necesita que la OEA brinde un estatuto de apoyo que permita actuar con mayores garantías. 

Estas Organizaciones deberían ser tenidas presentes con voz y voto cuando de tomar acciones relevantes se trate. La Paz como cultura incluye a todos. DIANOVA INTERNACIONAL propone que la OEA fomente en sus países miembros la EDUCACIÓN PARA LA PAZ, IGUALDAD DE GÉNERO Y DERECHOS HUMANOS con el objetivo de fortalecer la autonomía de los/as jóvenes y niños/as y de crear las condiciones para que puedan participar oficialmente en los procesos de decisión locales, nacionales y regionales.

IABA / FIA propone la creación del OBSERVATORIO DE INDEPENDENCIA JUDICIAL El objetivo es hacer un riguroso informe general sobre nuestro ámbito y/u otros concretos referidos a países de mayor riesgo. Se propone elaborar un calendario mínimo de trabajo y enviar los cuestionarios con los criterios sobre los que preguntar a los Miembros Consejeros y Capítulos de FIA, pidiéndoles información sobre la situación de la independencia judicial en sus respectivos países. Se trabajaría entre junio de 2018 y junio 2019 y elaboraran un informe para próxima Asamblea General. 

USINA DE JUSTICIA propone la INCORPORACIÓN DE UNA PERSPECTIVA VICTIMOLÓGICA en el proceso penal y en la formación de los operadores jurídicos, para ello necesitamos en primera instancia incorporar esta mirada en los planes de estudio de las universidades en grado y posgrado. Este empoderamiento de las víctimas en ninguna forma debe ser considerado como un factor que atenta contra las garantías acordadas a todo acusado. Necesitamos que se promueva la creación de estadísticas criminales serias e internacionalmente compartidas ya que América Latina es considerada una de las regiones más violentas del planeta pero no cuenta con datos certeros. 

Proponemos finalmente la sanción de una Convención Interamericana de los Derechos de las Víctimas. 
25. Coalicion Interreligiosa de las Americas

(Extracto de la presentación)

La identidad de los pueblos de las Americas se compone de una variedad de etnicidades, culturas, idiomas y creencias.  Los valores religiosos juegan Tun importante papel en dicha identidad por lo cual el Sistema Interamericano debería también incluir una dimensión espiritual. El papel de las comunidades religiosas en las actividades de la OEA ha sido reconocido en el marco de la participación de las organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, la Carta Democrática Interamericana reconoce, en su artículo 9 que “La eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica, racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana”.
A diferencia de la OEA, muchos otros organismos regionales ya han establecido diálogos con entidades coordinadoras de comunidades de fe. 

Propuesta
Realizar un Foro interreligioso anual de las Américas, que reunirá a representantes oficiales de entidades religiosas y organizaciones religiosas de todo el hemisferio, para facilitar un dialogo formal e institucionalizado en la OEA y sus órganos especializados y entidades. Entre los participantes, se incluirán s a las mujeres líderes religiosas.  El propósito de este Foro Interreligioso permitirá a las entidades religiosas coordinadoras y organizaciones religiosas de la región abogar de forma efectiva por la Democracia, los derechos humanos, la justicia social, la coexistencia interreligiosa y el desarrollo integral sostenible, por medio de la presentación de recomendaciones, propuestas e iniciativas de la agenda hemisférica. 
Cuando los líderes religiosos se conecta con los responsables políticos sobre la base de valores compartidos, se puede lograr importantes cambios por lo cual, el Foro Interreligioso de las Américas buscará aprovechar las energías colectivas de las comunidades y organizaciones religiosas de todo el hemisferio, al traer la voz interreligiosa al debate público para lograr un hemisferio más justo, harmonioso y pacífico. Asimismo, al trabajar juntos a nivel hemisférico, el Foro Interreligioso alentará a las comunidades y organizaciones religiosas de la región a involucrarse más en los problemas de la región. 
26. Coalición Aportes a la Agenda Educativa Interamericana a través de la Atención Integral a la Primera Infancia
En seguimiento al 3er compromiso de la VIII Cumbre de las Américas adoptado en abril de 2018; y las contribuciones que podemos hacer como sociedad civil para celebrar los 70 años de la adopción de la Carta de la OEA (30 de abril de 1948) proponemos desarrollar acciones conjuntas para apoyar el avance global del pilar de desarrollo integral que en esencia se dispone en la Agenda Interamericana Educativa. 

Proponemos garantizar atención integral a la primera infancia con una educación de calidad, inclusiva y con equidad, reconociendo la necesidad de fortalecer la profesión docente y de otros agentes educativos. Con el liderazgo de los Estados, las organizaciones de la sociedad civil, madres y padres de familia planteamos desarrollar una agenda política y social de la Región de las Américas para que los niños desde su concepción, hasta los ocho años, sean sujetos de derechos en el marco de las metas 2030 para el desarrollo sostenible y otros compromisos mundiales y nacionales. Sugerimos trabajar conjuntamente las siguientes actividades:

Actividad 1 “Análisis comparado de legislación de primera infancia en países miembros de la OEA”, que permita identificar las fortalezas y debilidades de los marcos legislativos y regulatorios, las buenas prácticas; y, el desarrollo de propuestas legislativas y políticas públicas sólidas y consistentes con base en la evidencia científica.  

Actividad 2 Preparación de diagnóstico de situación de la primera Infancia frente al cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y, de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Comprendería: i) el análisis de los avances y medición de los niveles de desarrollo normativo y de ejecución de experiencias alcanzadas en la región usando argumentos científicos y lecciones aprendidas; ii) aclaración conceptual (Desde niño, primera infancia, tipo de intervenciones especializadas, definición de servicios y programas intersectoriales; iii) respuestas de prácticas efectivas y enfoques pedagógicos que garantizan equidad, diversidad y calidad, iv)  la familia como actor central de los programas), v) normativa, políticas, currículo y programas de desarrollo profesional docente y de otros agentes sociales de salud y protección para responder a los retos de atención integral (situación, experiencias y lecciones de la formación y capacitación de los recursos humanos profesionales y agentes sociales), otros.
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Actividad 3  Desarrollo de un “Acuerdo hemisférico de atención integral a la primera infancia”  y revisión de resultados que incluya un marco conceptual claro, respaldado en evidencia científica con pertinencia histórica y cultural, fundamentado sobre las recomendaciones de la Convención sobre los derechos del Niño y otros instrumentos internacionales de protección, educación y cuidado, que se oriente hacia políticas nacionales de estado que garanticen inversión suficiente y sostenida para ejecutar política pública especializada en primera infancia.  

Actividad 4. Organización en cada país, subregión y región, de indicadores de seguimiento y   sistemas de información muy sólidos que puedan identificar y leer el contexto económico social donde nacen, crecen, aprenden y se desarrollan nuestros niños, el impacto de las metas de atención, inversión, cobertura de servicios, con base en la Convención sobre los Derechos del Niño y los objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-2030 (pobreza, salud, nutrición, educación, género). Aprobar indicadores de evaluación que los países propondrán y completarán para posteriormente hacer las comparaciones entre países.
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